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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

Concurrieron, además, los señores Ministros del Interior, don Belisario Velasco Baraona; de Hacienda, don Andrés Velasco Brañes, Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney; Secretario General de Gobierno, don Ricardo Lagos Weber; la señora Ministra de Planificación y Cooperación, doña Clarisa Hardy Raskovan; los señores Ministros de Justicia, don Carlos Maldonado Curtis; del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade Lara, y de Transportes y Telecomunicaciones, don René Cortázar Sanz; la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, doña Claudia Serrano Madrid, y el señor Jefe de División Municipal de esa Subsecretaría, don Samuel Garrido Ruiz.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:1, en presencia de 27 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Las actas de las sesiones 21ª y 22ª, ordinarias, en 5 y 6 de junio del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Nueve de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los cuatro primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y perfecciona el Estatuto de Capacitación y Empleo (boletín N° 3.507-13).



2) Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (boletín N° 4.248-06).



3) Proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones orgánicas y procedimentales a la ley N° 19.968, que crea los tribunales de Familia, y a otros cuerpos legales (boletín N° 4.438-07).



4) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (boletín N° 4.627-19).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto que modifica la ley N° 19.531 y concede beneficios al personal del Poder Judicial, de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial (boletín N° 5.112-07).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el lobby (boletín N° 3.407-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el séptimo y el octavo retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto que modifica la ley N° 19.665, con el fin de posponer la fecha de nombramiento de los jueces de garantía y de tribunal oral en lo penal, en la Región Metropolitana (boletín N° 5.099-07).



2) Proyecto, en segundo trámite constitucional, que prorroga la vigencia del mecanismo de estabilización de precios de combustibles derivados del petróleo establecido en la ley N° 20.063, con las modificaciones que indica (boletín N° 5.086-05).



--Se tienen presentes las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último retira la urgencia hecha presente en relación con el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el espacio costero marítimo de los pueblos originarios (boletín N° 3.968-12).



--Se tienen presentes las urgencias y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



De Su Excelencia el Vicepresidente de la República, con el que da inicio a un proyecto que modifica la ley N° 19.531 y concede beneficios que indica al personal del Poder Judicial, de la Academia Judicial y de la Corporación Administrativa del Poder Judicial (boletín N° 5.112-07).



--Pasa a las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, en su caso, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba la enmienda al artículo 1 de la Convención sobre Prohibiciones o Restricciones de Empleo de Ciertas Armas Convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados (boletín N° 5.024-10).



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el segundo informa que dio su aprobación al proyecto de ley que sanciona el maltrato de obra y amenaza a funcionarios de Gendarmería de Chile en servicio (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 4.816-07).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el tercero hace presente que aprobó, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, el proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, ampliando la participación de las empresas en los proyectos de conectividad (boletín N° 4.521-15).



--Se toma conocimiento, se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República y se remite el documento al archivo, junto a sus antecedentes.



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional, mediante los cuales envía copia autorizada de las sentencias dictadas respecto de las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del número 4) del artículo 1.268 del Código de Comercio, correspondiente al artículo 24 de la Ley de Quiebras; del inciso tercero del artículo 416 del Código Procesal Penal, y de los artículos 3°, 12 y 14 de la ley N° 17.322.



--Se toma conocimiento.



Del señor Ministro de Hacienda, a través del cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, referido al aumento de subsidios de agua potable para la Novena Región.



Siete del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Espina, relacionado con la creación de un Fondo de Tierras.



Con el segundo y el tercero da respuesta a sendos oficios enviados en nombre de los Honorables señores Espina y García, tocantes a la situación que afecta a ciertos funcionarios de la Asociación Nacional de Funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles y al otorgamiento de beneficios a los trabajadores de esa institución, respectivamente.



Con el cuarto y el quinto contesta dos oficios enviados en nombre del Honorable señor Horvath, referidos, el primero, a la asignación de modernización y otros beneficios para los funcionarios públicos que se desempeñan en las zonas extremas, y el segundo, a la aplicación de ciertas medidas para enfrentar la situación que afecta a los habitantes de la Undécima Región como consecuencia de la actividad sísmica registrada en el último tiempo.



Con el sexto responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Romero, en cuanto a la eliminación del 7 por ciento de cotización en salud que grava a los jubilados y pensionados.



Con el séptimo da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senado, en el que se comunica la aprobación de un proyecto de acuerdo relativo a la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes.



De la señora Ministra de Salud, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Romero, concerniente a la habilitación de un Centro de Salud Familiar Comunitario en la localidad de Loncura, comuna de Quintero.



Del señor Ministro de Obras Públicas, con el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Romero, acerca de la ejecución del Plan de Infraestructura para la Competitividad en la Quinta Región.



De Su Excelencia el Vicepresidente de la República de Bolivia, con el que expresa su reconocimiento por el homenaje que rindió el Honorable señor Navarro en memoria de Eduardo Abaroa Hidalgo, héroe boliviano de la Guerra del Pacífico.



Dos de la señora Subsecretaria de Previsión Social, mediante los cuales da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Honorable señor Frei, referentes al cumplimiento de las prestaciones laborales de los trabajadores del Frigorífico SOCOAGRO S.A., de la ciudad de Osorno, y a los planteamientos formulados por la Federación Gremial Nacional de Asociaciones de Jubilados y Montepiadas de la Marina Mercante.



De la señora Subsecretaria de Salud Pública, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Navarro, relativo al consumo de bebidas alcohólicas, su relación con los accidentes del tránsito y los programas de prevención del alcoholismo.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Frei, sobre la instalación de una antena para telefonía móvil en Arica.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Calama, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable señor Cantero, en relación con el reemplazo de un docente en la Escuela D-45, de la Población Villa Ayquina, de esa ciudad.



Del señor Director de Presupuestos, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Navarro, en el que solicita diversos antecedentes relativos a los adultos mayores.



Del señor Tesorero General de la República, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Horvath, atinente a los embargos que están afectando a las pequeñas y medianas empresas de la Undécima Región.



Dos del señor Director Nacional de Obras Portuarias, mediante los cuales responde igual número de oficios enviados en nombre del Honorable señor Navarro, tocantes a la solución de ciertos requerimientos de las caletas Talcahuano y Tumbes, Octava Región. 



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre políticas de fomento y resguardo de la actividad circense nacional (boletín Nº 2.579-06).



De las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, recaídos en el proyecto que modifica la ley     N° 19.665, con el fin de posponer la fecha de nombramiento de los jueces de garantía y de tribunal oral en lo penal en la Región Metropolitana (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 5.099-07).



De las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, recaído en el proyecto que modifica el decreto ley N° 3.500, de 1980, con el objeto de ampliar los límites de inversión en el extranjero de los fondos de pensiones (boletín N° 5.082-05).



Tres de la Comisión de Hacienda, recaídos en las siguientes iniciativas:



1) Proyecto, en segundo trámite constitucional, que prorroga la vigencia del mecanismo de estabilización de precios de combustibles derivados del petróleo establecido en la ley N° 20.063, con las modificaciones que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (boletín N° 5.086-05).



2) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversas normas sobre remuneraciones de los funcionarios municipales (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 4.900-27).



3) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que destina recursos para el Fondo de Desarrollo de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena (FONDEMA) y modifica otros cuerpos legales que indica (boletín N° 4.879-05).



--Quedan para tabla.

Moción



Del Honorable señor Zaldívar, mediante la cual inicia un proyecto que permite a los herederos de los ocupantes de predios agrícolas acceder a los beneficios de la ley Nº 19.776, sobre regularización de inmuebles fiscales (boletín Nº 5.113-12). 



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El señor Secretario dará a conocer lo resuelto por los Comités.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los comités, en sesión del día de hoy, acordaron unánimemente lo siguiente:



1.- Fijar el lunes 18 del mes en curso, a las 12, como nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto sobre información privilegiada.



2.- Tratar en el tercer lugar de la tabla de esta sesión la iniciativa sobre remuneración de los funcionarios municipales hasta despacharla.



3.- Tratar en el cuarto lugar de la tabla de la presente sesión el proyecto sobre límites de inversión en el extranjero de los fondos de pensiones.



4.- No acceder a la solicitud de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en orden a analizar en la Sala el problema de la violencia intraescolar.

V. ORDEN DEL DÍA

POSTERGACIÓN DE NOMBRAMIENTOS DE JUECES DE GARANTÍA Y DE TRIBUNAL ORAL EN LO PENAL EN REGIÓN METROPOLITANA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto, iniciado en mensaje de Su Excelencia el Vicepresidente de la República y en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.665, con el fin de posponer la fecha de nombramiento de los jueces de garantía y de tribunal oral en lo penal en la Región Metropolitana. La iniciativa cuenta con informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5099-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 22ª, en 6 de junio de 2007.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 24ª, en 12 de junio de 2007.


Hacienda, sesión 24ª, en 12 de junio de 2007.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho del proyecto calificándola de “discusión inmediata”.



El objetivo principal del articulado es posponer el nombramiento efectivo de los jueces de garantía y de tribunal oral en lo penal de la Región Metropolitana, creados por la ley Nº 19.665, y reducir gradualmente los juzgados del crimen del antiguo sistema procesal penal.



La Comisión de Constitución aprobó la iniciativa, tanto en general cuanto en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Alvear y señores Espina y Gómez).



Por su parte, la de Hacienda también la acogió en general y en particular, en los mismos términos, por la unanimidad de sus integrantes (Honorables señores Escalona, García, Gazmuri, Novoa y Sabag).



El texto se consigna en la parte correspondiente del informe de esta última Comisión.



Cabe señalar que el artículo 1º tiene el carácter de norma orgánica constitucional, razón por la cual su aprobación requiere el voto conforme de 22 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general la iniciativa.



Ofrezco la palabra.



La tiene el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, este es un proyecto para cuyo análisis se contó con la presencia del Presidente de la Corte Suprema, del Director de la Corporación de Asistencia Judicial y del Ministro de Justicia. 



Debo consignar que el Máximo Tribunal entregó un documento en el cual se manifiesta plenamente de acuerdo con lo planteado por el Ejecutivo.



Básicamente, la iniciativa tiene por objeto, respecto de los jueces de garantía que debieron ser nombrados en 2006, ampliar hasta 2008 el plazo para tal efecto, y que el correspondiente a los jueces de los tribunales orales, el cual vence a finales de 2007 -en su totalidad-, se extienda también hasta 2008.



El señor Ministro de Justicia explicó que este es un acuerdo con la Corte Suprema, para estudiar cómo proceder posteriormente a las designaciones y si realmente es necesario efectuarlas, puesto que, fijada la fecha, la obligatoriedad de la ley implica que todos los jueces deben ser nombrados, con carga de trabajo o sin ella.



En ese aspecto, por lo tanto, es importante la ampliación del período.



En segundo lugar, con relación al sistema antiguo, en la actualidad existen 18 juzgados del crimen. De no aprobarse esta normativa, quedaría un solo juzgado en la Región Metropolitana, el cual debería atender alrededor de 24 mil causas. 



Por tal razón, en un trabajo realizado entre la Corte Suprema y el Ministerio de Justicia -de eso tomamos conocimiento como Parlamento- se estableció el criterio de que se mantengan seis juzgados del crimen en la Región Metropolitana, los cuales se irán extinguiendo. Y ello, hasta el 1º de enero de 2010. Se harán cargo, más o menos -así lo expresó el señor Presidente del Máximo Tribunal-, de 4 mil causas cada uno, lo cual, desde el punto de vista de la administración, se considera razonable.



En eso consiste, en concreto, el proyecto en debate, presentado con calificación de “discusión inmediata” por el Ejecutivo.



Muchas gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, de no haber remitido el Gobierno esta iniciativa al Parlamento, más de 24 mil causas habrían quedado radicadas el próximo sábado, 16 de junio, en un solo tribunal, haciendo inviable el debido proceso y la recta administración de justicia, en lo cual toda la Sala concordará.


Tanto es así que junto con la Senadora señora Matthei presentamos un proyecto sobre el mismo tema a principios de marzo de este año. Ello, porque veíamos con bastante preocupación que muchas causas tramitadas aún conforme al proceso penal antiguo, particularmente en la Región Metropolitana, en junio quedarían radicadas en un solo juzgado, lo cual haría imposible que muchas personas en esos procesos fueran objeto de una administración de justicia eficiente, eficaz y oportuna.



Éramos de la idea de prorrogar por tres años el funcionamiento del conjunto de los tribunales. Creíamos que las 24 mil o más causas existentes requerían la mantención de los 18 juzgados del crimen que actualmente funcionan.



El acuerdo entre el Gobierno y la Corte Suprema los reduce sólo a seis; por tanto, se entregarán a cada uno entre 4 mil y 5 mil causas.



Si bien no hacemos objeción del criterio del Ejecutivo y del Máximo Tribunal, con la Honorable señora Matthei -reitero- teníamos una visión distinta: pensábamos que era mucho más eficaz que en un plazo de tres años todos los juzgados despacharan los procesos bajo su conocimiento. Con esta iniciativa, en cambio, según nuestra apreciación, los seis tribunales propuestos se verán muy presionados para dar cuenta de las 4 mil a 5 mil causas que deberán resolver.



No obstante, considerando que se trata de un acuerdo con la Corte Suprema y también de una aceptación del criterio del Ministerio de Justicia, vamos a votar a favor del proyecto, pero dejando claro que radicar 4 mil causas del sistema procesal antiguo en cada uno de esos seis tribunales puede provocar que a muchas personas se les prive del debido proceso o de un juicio adecuado, más aún si, además, esto va en forma decreciente: en un año y medio vamos a contar con dos juzgados, y después, con uno solo.



Como esta es una situación verdaderamente urgente -estamos contra la pared, pues dentro de cuatro días debe estar en vigor esta legislación-, vamos a concurrir con nuestros votos favorables.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, es fundamental que en la Región Metropolitana se mantengan al menos seis tribunales, porque resultaría imposible que funcionara un sistema judicial en el que un solo juzgado tuviera que abocarse al conocimiento de las más de 24 mil causas criminales pendientes.



Confiamos en que los estudios efectuados por el Gobierno y el Poder Judicial -que concluyeron en el acuerdo de mantener seis juzgados del crimen por un año y medio; dos por el año siguiente, y, finalmente, uno desde el 1º de enero de 2010- no sean desvirtuados por la realidad. 


El drama de la justicia que tarda -y, por lo mismo, no es justicia- ha afectado por mucho tiempo a los chilenos. Y esperamos que la decisión que estamos tomando sirva para que concluyan todos esos procesos, que aquejan a miles de personas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, lamento profundamente que se haya llegado a la solución de mantener sólo seis tribunales para 24 mil causas.



Yo, por lo menos, no voy a dar mi voto a favor, pues creo que esto va a ser un desastre. Cuando un tribunal tenga que resolver alrededor de 4 mil procesos estaremos en el límite de lo que podría denominarse “denegación de justicia”.



Junto con el Senador señor Pérez propusimos un proyecto que mantenía por tres años los 18 juzgados que existen hoy, para poder dar fin a todas esas causas.



Ellas se iniciaron por algo, y tienen el mismo derecho de terminar a su debido tiempo que las que se han presentado en el nuevo sistema procesal penal.



Me parece absolutamente inaceptable dejar sólo seis tribunales.



Lamento profundamente esta situación, que en realidad no puede llamarse “solución”.



Por lo tanto, yo me voy a abstener, porque no estoy dispuesta a avalar esto con mi voto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, la Comisión de Hacienda analizó ayer en la tarde el proyecto, luego de que lo hiciera la de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Tuvimos en consideración que la aplicación de esta iniciativa implica un mayor gasto de 527 millones de pesos para el año 2007, el que se financiará con cargo a los recursos que se contemplan en el presupuesto vigente del Poder Judicial. 


Sin embargo, esos 527 millones de mayor gasto al parecer no serían tales, puesto que el informe financiero no toma en cuenta los ahorros que se generarán al posponer el nombramiento de jueces de garantía y de tribunal oral en la Región Metropolitana, por estimarse que aún no son necesarios en la implementación de la reforma procesal penal.



En consecuencia, teniendo presente que el costo de la mantención de esos seis tribunales es de 527 millones de pesos, aunque al final esa cifra será inferior, la Comisión dio su respaldo unánime a la iniciativa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, anuncio mi voto favorable al proyecto, por varias razones.



En primer lugar, si la Excelentísima Corte Suprema manifestó su concordancia respecto del número de tribunales que se requieren, considerando la defensa corporativa que normalmente hace con relación a los juzgados necesarios para solucionar los problemas, conflictos, juicios y controversias radicados en el Poder Judicial, bastaría sólo ese informe para pensar que el propuesto es un número apropiado.



Y quiero señalar algo más: las 4 mil causas por tribunal no se están iniciando, sino terminando. 


Recordemos que en el antiguo sistema, que es el que sigue vigente en esos órganos judiciales, al juez le correspondía investigar, acusar y condenar. Como ya llevamos al menos dos años de aplicación de la reforma procesal penal en la Región Metropolitana, las investigaciones en el anterior sistema ya están prácticamente concluidas y muchos de los juicios se encuentran en estado de sentencia. Por consiguiente, no podemos considerar tales procesos como si estuvieran en un trámite inicial de desarrollo. Hace más de dos años se paralizó el ingreso de nuevas causas al sistema antiguo; por tanto, están todas avanzadas.



Por otro lado, y aunque sea criticable, prefiero el criterio de restringir el número de tribunales y no excedernos innecesariamente en los que en realidad se requieren.



Tal como en el proceso actual habría quedado un solo tribunal y se vio la necesidad de aumentar ese número a seis, no tengo ninguna duda de que, si el día de mañana se precisan tres o cuatro juzgados, en vez de dos, la Corte Suprema lo hará presente y el Ministerio de Justicia lo considerará. En consecuencia, contaremos con los tribunales adecuados para dar término a dichas causas. 



Se debe dar la señal de que el proceso antiguo va a finiquitarse a la brevedad posible dentro de un sistema justo: con la debida investigación, la debida defensa, la debida prueba y la debida sentencia.



Por ello, en atención a la conformidad de la Corte Suprema y a los estudios del Ministerio de Justicia, anuncio mi voto favorable a la iniciativa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira. 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, voy a votar afirmativamente el proyecto.



Pero también quiero dejar constancia en el debate de que es legítimo tener dudas respecto de la eficacia de los fallos que emitirán estos seis tribunales, pues cada uno de ellos verá alrededor de cuatro mil causas.



Aprobaré la iniciativa porque, de lo contrario, todos esos juicios quedarán radicados en un solo juzgado. En tal escenario, todos entendemos que la realidad sería infinitamente más compleja.



Todo indicaba que era preferible prorrogar por un plazo mayor el funcionamiento de los 18 tribunales vigentes y no establecer una suerte de “embudo”, que obligará a fallar dichas causas, mediante esta exigencia legal.



A mi juicio, aquí se ejerce una presión indebida a los tribunales para que concluyan los procesos antiguos, por razones económicas, pues esos organismo jurisdiccionales tienen fecha de término.



Además, hoy estamos reconociendo que los plazos originales establecidos para disminuir el número de los juzgados del crimen del sistema anterior no fueron los adecuados. Lo más probable es que en esa ocasión el Ejecutivo haya acordado con la Corte Suprema una cronología de cierre de los tribunales de Santiago. Resulta evidente que ahora estamos legislando porque no fue posible cumplirla.



Por lo tanto, hoy día no podemos darle credibilidad total a la propuesta que -según señala el informe- ha planteado el Gobierno, en concordancia con el Máximo Tribunal, para mantener seis juzgados en vez de uno. 



Como Senador por la Región Metropolitana, anuncio mi voto favorable al proyecto, porque es mejor contar con seis tribunales del crimen en lugar de uno. Pero hago presente que el inminente término de estos va a llevar -así me lo han hecho saber bastantes personas- a que en muchas de esas causas no exista un debido proceso y a que su resolución se acelere en forma artificial para cumplir con las exigencias de la normativa en estudio. 



Por la forma en que se plantea el cierre paulatino de dichos tribunales, prácticamente estamos ante una denegación de justicia. Hubiese sido mucho más adecuado mantener los actuales juzgados del crimen; extender su funcionamiento por cierto plazo, y evaluar, antes de que este se cumpla, si las causas pendientes definitivamente llegaron a su fin o no con el antiguo sistema procesal penal.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, creo que la consulta del Senador señor Longueira debería ser respondida por el Ministro de Justicia, pues no deja de ser efectivo lo planteado. 



En la Comisión de Constitución consultamos tanto al Titular de dicha Cartera como al Presidente de la Corte Suprema respecto de la conveniencia de aumentar de uno a seis los tribunales que seguían en funcionamiento. Recordemos que debía quedar uno solo a contar de pocos días más. Por eso se propone incrementar a seis.



La razón de ello figura en el informe: si hay un juzgado, este deberá resolver 24 mil juicios; si son seis, cada uno se queda con cuatro mil.



La pregunta que deseo formular, por intermedio de la Mesa, al Ministro de Justicia, señor Maldonado, es si se ha estimado que la recarga de trabajo con que quedan esos tribunales les permitirá resolver de manera adecuada las causas pendientes.



Me parece que esa es una cuestión muy importante. 



En segundo lugar, hay otro aspecto del proyecto que me interesa: el aplazamiento de la fecha tope para nombrar tanto a la totalidad de los jueces de garantía en el territorio de las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel, de junio de 2006 a junio de 2008, como a los jueces de los tribunales de juicio oral en lo penal pertenecientes a las mismas Cortes, de 2007 a 2008. O sea, en el fondo, se establece una prórroga para el nombramiento de jueces, porque se considera que con los actuales el sistema puede funcionar bien.



Al respecto, quiero que el señor Ministro reitere sus planteamientos -sólo para que quede constancia de ello en la Sala, no porque tenga dudas de que lo vaya a hacer- respecto de lo que está ocurriendo, en general, con los tribunales de justicia en el país.



En la actualidad, existe un número insuficiente de tribunales de familia en algunas zonas, no sólo de Santiago, sino también de Regiones. 



¿Qué está sucediendo con los tribunales de juicio oral en lo penal y con los jueces de garantía? ¿Cuál es la situación de los juzgados laborales? ¿La carga de trabajo de dichos tribunales les permite desempeñarse en forma adecuada? ¿Cuál es la realidad de los jueces en el sistema procesal penal?



Hoy pedimos la misma información respecto de los fiscales y los defensores.



Este proyecto es para la Región Metropolitana, pero resulta que en muchas ciudades no tenemos claro si faltan o no tribunales.



En cuanto a los tribunales de familia, ni hablar. Ahí tenemos otro tema.



Con relación a los juzgados de competencia mixta -a los que se refirió el propio Ministro-, ¿qué está pasando con ellos?



Y, finalmente, está la situación de los tribunales laborales.



En consecuencia, señor Presidente, en primer término, deseo preguntar al señor Ministro de Justicia sobre el asunto inicial planteado. ¿Con seis tribunales se produce realmente un atochamiento menor, pero aún inconveniente, que con uno solo?



Y, en segundo lugar, pido que exprese lo que nos señaló en la Comisión de Constitución sobre la dotación de jueces en Chile -enviará un informe a la Corporación sobre ello-, a fin de que cada Senador revise lo concerniente a su Región y vea cómo están funcionando los juzgados, dada la carga de trabajo de cada uno de ellos.



Esas son las consultas que quiero formular.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Justicia.

El señor MALDONADO (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, contestaré en seguida las preguntas del Honorable señor Espina.



Sin perjuicio de ello, cabe recordar que -como se ha dicho acá- el proyecto tiene exclusivamente dos propósitos, que se enmarcan en la transición, desde el punto de vista orgánico, entre el antiguo y el nuevo sistema de justicia criminal.



En cuanto al primero, la iniciativa busca velar por que se mantenga una correcta capacidad de absorción de la carga de trabajo que aún está pendiente.



Como han manifestado varios señores Senadores, el 16 de junio debería quedar un solo juzgado del crimen en la Región Metropolitana. El objetivo del proyecto, hechos los análisis técnicos de rigor, es dejar subsistente, no un tribunal, sino la cantidad adecuada para atender las causas antiguas, carga muchísimo menor que la existente al momento de entrar en vigencia la reforma procesal penal. Es decir, aquella ha ido disminuyendo sustantivamente, pero no al ritmo necesario para ser absorbida este 16 de junio por un solo tribunal.



En consecuencia, en cuanto a esa dimensión de la iniciativa -y respondo inmediatamente la pregunta del Honorable señor Espina-, los estudios técnicos, desarrollados por la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal del Ministerio de Justicia -que monitorea el funcionamiento del proceso penal- en conjunto con la Corporación Administrativa del Poder Judicial, indican que seis es el número apropiado de tribunales para cubrir la carga de trabajo que hoy persiste, la cual -insisto- es bastante menor, pero no todavía lo suficiente como para ser atendida por un solo juzgado. 



Lo anterior arroja, como dijo ayer el Presidente de la Corte Suprema, un número estimado de 4 mil causas por tribunal, las que, como manifestó el Senador señor Vásquez, no se están iniciando -en ellas no queda todo por hacer-, sino que, más bien, ya llegan a su fin.



El segundo objetivo del proyecto es prorrogar el plazo para nombrar los jueces de tribunal de juicio oral y de garantía en la Región Metropolitana.



¿Qué ha ocurrido aquí? Que las dotaciones establecidas en la ley aún no resultan del todo necesarias, atendida la carga de trabajo del nuevo sistema. Recordemos que en este el impacto pleno de la comisión de delitos -ello genera una carga laboral inmediata- recae sobre las policías y el Ministerio Público. A tribunales llega cuando esas causas se judicializan. Esa tasa de judicialización, frente a la dotación de tribunales proyectada en la ley, ha ido creciendo; pero todavía no ha hecho necesario nombrar a la totalidad de los jueces referidos. 



En consecuencia, también sobre la base de un acuerdo entre el Ministerio de Justicia y la Corte Suprema, proponemos esta tarde prorrogar por un año más el plazo para nombrar a los jueces aún pendientes, sin perjuicio de que, como lo señalamos en las respectivas Comisiones, si la marcha del sistema requiere el nombramiento de alguno de ellos antes de esa fecha, evidentemente se hará. Se trata de un plazo máximo. No significa que no se puedan nombrar antes. Es sólo una nueva fecha tope.



Además, en ese tiempo esperamos ponernos de acuerdo con la Excelentísima Corte Suprema para buscar una solución más definitiva respecto de esas dotaciones, puesto que la evidencia muestra que no necesariamente son todas imprescindibles para el funcionamiento del sistema y podrían, eventualmente, aprovecharse esos recursos de manera más eficiente.



Señor Presidente, esos son los objetivos del proyecto que hoy día se somete a la aprobación del Senado.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra. 



Ofrezco la palabra. 



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (26 votos a favor y 3 abstenciones); y, por no haber  sido objeto de modificaciones ni de indicaciones, queda aprobado también en particular.


Votaron por la afirmativa los Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Se abstuvieron la señora Matthei y los señores Chadwick y Flores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor MALDONADO (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, en nombre del Ejecutivo, agradezco el apoyo a la iniciativa recién aprobada, que es fundamental para mantener en correcta operación el antiguo sistema procesal y racionalizar el nombramiento de jueces en el nuevo. Reconozco muy sinceramente el respaldo recibido de parte de las Comisiones y de la Sala del Senado.

)--------------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Prosecretario para dar cuenta de algunos documentos recibidos.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento, han llegado a la Mesa las siguientes comunicaciones:



Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República con el cual retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley que crea un Fondo de Estabilización Financiera del Sistema de Transporte Público de la ciudad de Santiago y dispone otros aportes fiscales que indica (boletín Nº 5.090).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Oficio de la Honorable Cámara de Diputados con el que informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que crea un Fondo de Estabilización Financiera del Sistema de Transporte Público de la ciudad de Santiago y dispone otros aportes fiscales que indica, con urgencia calificada de “suma” (boletín Nº 5.090-15).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por acuerdo de Comités, pasa a las Comisiones de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones, unidas.

PRÓRROGA DE VIGENCIA DE MECANISMO DE ESTABILIZACIÓN DE

PRECIOS DE COMBUSTIBLES DERIVADOS DEL PETRÓLEO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga la vigencia del mecanismo de estabilización de precios de combustibles derivados del petróleo, establecido en la ley Nº 20.263, con las modificaciones que indica, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “discusión inmediata”. 


--Los antecedentes sobre el proyecto (5086-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 22ª, en 6 de junio de 2007.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 24ª, en 12 de junio de 2007.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los principales objetivos de la iniciativa son:



1) Prorrogar hasta el 30 de julio de 2010 el mecanismo de estabilización de precios de los combustibles derivados del petróleo.



2) Aportar nuevos recursos al Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo, por una suma de 60 millones de dólares, y



3) Depositar el saldo existente en el Fondo de Estabilización Económica y Social, al término de la vigencia del Fondo señalado en el número 2).



La Comisión de Hacienda aprobó en general y en particular el proyecto por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Novoa y Sabag), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados. El texto pertinente se consigna en su informe.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la discusión general y particular del proyecto, tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, esta es una de las dos iniciativas calificadas de “discusión inmediata” aprobadas en la tarde de ayer por la unanimidad de la Comisión de Hacienda.



Se trata de un proyecto breve que prorroga hasta el 2010 lo establecido en la ley Nº 20.128 e introduce modificaciones a la ley Nº 19.764, con el propósito de renovar el mecanismo establecido para el Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo, aumentándolo en 60 millones de dólares.



El Ejecutivo, con el respaldo unánime de la Comisión, entiende que la norma desempeña un importante papel para evitar las bruscas y agudas fluctuaciones del precio de los combustibles, especialmente de la bencina, el diésel y el kerosén.



Como  el plazo vence el 30 de junio próximo, la Comisión de Hacienda estuvo de acuerdo en lo propuesto y concurrió a su aprobación en forma unánime.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, lamento que un proyecto de esta naturaleza no se haya discutido con más profundidad. 



Hay dos fórmulas para abordar la materia. Una se refiere al mecanismo que hoy día se propone al Senado para prorrogar el sistema, tal como ha ocurrido sucesivamente a través del tiempo por el alza de los combustibles. Y la otra consiste en estudiar el establecimiento de un procedimiento permanente.



Deseo profundizar lo referente a la segunda alternativa, ya planteada en una discusión anterior. Considero válido hacerlo en esta oportunidad.



Con motivo del debate habido anteriormente, se presentó un proyecto de ley sobre impuesto variable -a ello quiero referirme ahora-, surgido como consecuencia de las sucesivas alzas de la gasolina -que hubo y seguirá habiendo- y que proponía establecer un mecanismo más transparente y menos discrecional. Pero, obviamente, fue declarado inadmisible.



Señor Presidente, me gustaría entregar algunos datos.



En una simulación de un precio de 600 pesos por litro de bencina que paga el consumidor, él  se descompone de la siguiente manera: el valor base es de 322,8 pesos, al que le impactan inmediatamente un IVA de 65,6 pesos y el impuesto específico de 189 pesos. Por lo tanto, el importe final se forma con el precio base más el impuesto al valor agregado y el gravamen específico, lo que da el total mencionado de 600 pesos.



El precio base, sin impuestos, como dije, es de 322 pesos. Y aquí viene lo importante, señor Presidente: el aumento de lo que se paga finalmente por la gasolina se debe a dos factores determinantes, cuales son el aumento del precio base y su impacto automático en el cálculo del IVA.



Lo sugerido en su oportunidad respecto del impuesto variable buscaba neutralizar el aumento del IVA mediante la disminución del tributo específico en el mismo porcentaje en que aquel subía. De esta manera, la recaudación anualizada se mantiene prácticamente constante, contrariamente a lo que sucede hoy en  día, cuando se incrementa al subir el IVA.



Lo que podría pagar finalmente el consumidor aumentaría menos que en la actualidad, ya que sólo se incrementa el precio base y no el IVA, porque este se neutraliza con el impuesto específico.



¿Cuál es el efecto fiscal de esta medida? Bastante marginal: en el escenario planteado, si los combustibles suben 5 pesos, el costo fiscal anualizado será de apenas 2,7 millones de dólares; si aumentan 25 pesos, de 13,7 millones de dólares; y si se incrementan 50 pesos, de 27,5 millones de dólares.



Se puede señalar que aquí hay una distorsión, porque al aumentar los precios baja la demanda. Pero el mecanismo propuesto en su oportunidad en un proyecto de ley incluso consignaba  una eventual baja de demanda y su efecto en la recaudación. 



Por lo tanto, la fórmula fue perfeccionada en esos términos, para evitar la distorsión que se produce cuando la reducción de la demanda supera determinados porcentajes.



A mi juicio, en vez de prorrogar mecanismos como el actual, debemos buscar soluciones permanentes y estables, que neutralicen un alza de los combustibles. Lamentablemente, estamos legislando a última hora, bajo la presión de la “discusión inmediata”, lo cual no nos permite profundizar en este tipo de materias. Pero tengo la obligación de presentar una alternativa de estas características, porque, en caso contrario, vamos a estar prorrogando este impuesto en forma permanente. 



Y si uno repara en lo que ha aumentado el impuesto específico en una década o más, advertirá que la cifra es impresionante. En efecto, entre 1992 y 2001, se pasó de las 3,6 UTM el metro cúbico a las 6 UTM.



Para concluir, señor Presidente, deseo simplemente señalar que más de 50 por ciento del precio final de los combustibles corresponde a impuestos. Como lo dije en un comienzo, si el precio base es de 322 pesos, el final será de 600 pesos por concepto del IVA y del impuesto específico. Por lo tanto, lo importante es neutralizar el aumento de este último al subir el precio base, y particularmente por el incremento del IVA, que es lo más determinante en el valor de las gasolinas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, comparto plenamente lo expresado por el Senador señor Orpis. Sin embargo, creo que una cosa no se contrapone con la otra. Es decir, el hecho de que estemos prorrogando la vigencia del Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo no impide que el Ministerio de Hacienda siga estudiando la propuesta de un impuesto específico de carácter variable, que termina compensándose con los mayores ingresos por la mayor recaudación del Impuesto al Valor Agregado, lo cual, como afirmó el señor Senador, constituiría una solución permanente.



Lo concreto es que debemos pronunciarnos frente a un proyecto del Ejecutivo con “discusión inmediata”, para extender por tres años la vigencia del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo e inyectar - de acuerdo con el informe de Hacienda, ya está prácticamente agotado- 60 millones de dólares, de manera de contar con recursos para subsidiar, en cierto sentido, el precio de los combustibles por los próximos tres años. Y, dado que afortunadamente las finanzas públicas así lo permiten -entre otras razones, por el alto precio del cobre-, nosotros consideramos válido entregar este alivio a los sectores medios de nuestra población. De no contar con tal mecanismo, la gasolina sería hoy 55 pesos más cara por litro. Y todos conocemos las dificultades de transporte existentes  en Santiago, lo que ha obligado a muchas personas a utilizar sus propios vehículos. 



Todos estamos conscientes también de que cuando sube el transporte ocurre lo mismo con los fletes y los productos de consumo, lo cual da inicio a una pequeña espiral inflacionaria.



Por esa razón, la Alianza considera que, no siendo una solución técnica óptima, el proyecto en debate sí constituye un paliativo que contribuye a que el precio de los combustibles no repita en el mercado interno con la misma intensidad las alzas internacionales, en perjuicio de los sectores medios de la ciudadanía.



Por esas razones, señor Presidente, ayer concurrimos con nuestro voto a aprobar esta iniciativa en la Comisión de Hacienda. Me parece bien que la política de estabilización se prorrogue hasta el 30 de junio de 2010, con lo cual, dado que vamos a tener dos años con elecciones -el 2008 y el 2009-, se evita la tentación de despachar leyes -como ya ocurrió en una oportunidad- que muchas veces cumplen propósitos meramente electorales y que no representan una verdadera ayuda para que los precios internos del petróleo se mantengan en un rango razonable cuando los internacionales suban.



Señor Presidente reitero que hemos concurrido con nuestros votos a la aprobación del proyecto y recomendamos a la Sala que proceda en igual forma.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, sigo pensando que la fórmula propuesta por el Gobierno no resuelve el problema de fondo. No quiero ahondar en los argumentos ya dados por los señores Senadores que me han antecedido en el uso de la palabra. Pero debo recordar que, junto con otros colegas, presentamos un proyecto de ley que establecía un impuesto variable, lo cual, a mi juicio, es bastante más justo que lo que estamos analizando hoy.



También es digno de estudiar el hecho de que este es un impuesto que ha perdido toda la legitimidad que debe tener un tributo, porque se generó para construir y mantener carreteras. Resulta que hoy día los chilenos pagamos peajes por utilizarlas y, además, se mantiene el gravamen específico a los combustibles. 



Entonces, me parece que seguir con un fondo de estabilización es, más bien, una fórmula parche que no resuelve el problema de fondo.



En lo personal  echo de menos que el proyecto en debate no haya propuesto un mecanismo para evitar los abusos del Ejecutivo. Porque ya en una campaña electoral el Gobierno de turno utilizó hasta la saciedad el fondo de estabilización para que el alza no afectara a la gente, con lo cual sus recursos se agotaron totalmente.



Por último, quiero formular una pregunta al señor Ministro. Cuando el informe financiero dice en su parte final que las empresas de transporte de carga -está claro cuáles son- y de pasajeros van a poder obtener la devolución de parte de lo pagado por impuesto específico, ¿a qué se refiere? Entiendo que se trata de los buses. Pero, ¿se incluye a los taxis, a los colectivos, algunos de los medios de transporte más afectados con este problema?



Ahora bien, si no se avanza en la línea de un tributo variable, lo único que se logrará con mantener el nivel del actual impuesto, que es de los más altos del mundo -el precio de los combustibles en Chile es uno de los más caros de América Latina, después de Uruguay-, será afectar especialmente a la clase media. En efecto, ésta, tal como se ha explicado reiteradamente unos minutos atrás, cada vez que suba el precio internacional del combustible se hará más pobre y el Fisco, a costa de ella, más rico.



No es eso lo que pretendemos ni es lo que he escuchado en los discursos de personeros de Gobierno, pero así ocurre en la práctica.



Hoy día las personas de clase media se están privando de utilizar su automóvil, de trabajar en las ferias, en las pymes, dado que los precios de los combustibles las tienen absolutamente derrotadas.



Me parece que el camino de solución definitiva es establecer un impuesto variable que amortigüe ese alto costo para no seguir empobreciendo a los chilenos.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Sabag.

El señor SABAG.-  Señor Presidente, tal como se ha señalado, el objetivo del proyecto es prorrogar el mecanismo de estabilización de precios de los combustibles derivados del petróleo, contemplado en la ley Nº 20.063. Los efectos de la normativa legal vigente vencen el 30 de junio de 2007, es decir, a fines del presente mes. Y la iniciativa que nos ocupa propone prorrogar su vigencia hasta el año 2010.



Las  medidas consignadas en la ley Nº 20.063 tienen por finalidad central atenuar las fluctuaciones del precio de los combustibles, a fin de dar mayor estabilidad al bienestar social. 



En la práctica, la volatilidad de los precios internacionales de la gasolina, del diésel y del kerosén es amortiguada por la acción del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo.



La modificación en debate plantea incrementar dicho Fondo en 60 millones de dólares, a fin de asegurar en un plazo prudente la efectividad de sus resultados.



En la actualidad, el Fondo es administrado por la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP) y, en el caso de producirse excedentes al final del ejercicio, estos deberán ser depositados en el Fondo de Estabilización Económica y Social consagrado en el artículo 10 de la ley Nº 20.128.



El actual sistema ha funcionado adecuadamente durante los últimos años. La única diferencia consistirá en que el mecanismo se prorrogará por un plazo de tres años y no año tras año, como se ha venido haciendo hasta ahora.



Asimismo, el proyecto incorpora una norma que regula la ley Nº 19.764, que establece un beneficio tributario en favor de las empresas de transportes de carga y de pasajeros. La nueva normativa dispone que las empresas que deseen acceder a dicho beneficio deben cumplir con el requisito de estar adscritas a un sistema electrónico de cobro de peajes, el cual se exigirá a partir del 1º de julio de 2008.



Finalmente, cabe recordar que el proyecto fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Hacienda y esperamos que la Sala del Senado  lo acoja en los mismos términos.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Novoa.

El señor NOVOA.-  Señor Presidente, en primer lugar, el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo es conveniente, pues atenúa las fluctuaciones de los precios internacionales. Chile no tiene ninguna posibilidad de influir en ellos. Lo único que puede hacer es atenuar o emparejar sus efectos.



En segundo término, el valor de los combustibles en el mercado nacional depende de dos factores: el precio internacional del petróleo y los impuestos que gravan las gasolinas.



Sobre el segundo elemento, sí es posible influir. Perfectamente nuestro país podría tener un nivel de tributos más bajo, lo que se traduciría en que el precio de los combustibles para el público sería menor.



Se ha propuesto hacer variable el impuesto específico. De esa manera, cuando suban los precios internacionales del petróleo y, por tanto, se incrementen los ingresos fiscales por el IVA, disminuiría dicho tributo posibilitando un menor precio para el público. Y al revés: cuando bajen los precios internacionales del crudo y disminuya la recaudación por IVA, aumentaría el impuesto específico para no perjudicar las entradas al erario.



El Gobierno nunca ha aceptado ese planteamiento. ¡Nunca! Ello implicaría que, con el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo, podríamos atenuar las fluctuaciones y, sobre la base de un mecanismo de impuesto variable, el nivel impositivo sería menor.



La suma de ambos elementos significaría un enorme beneficio para los consumidores del país, ya sea porque usan su vehículo y necesitan gasolina; ya sea porque son transportistas y gozarían de un precio del petróleo más bajo, o ya sea porque utilizan la locomoción colectiva y el valor de los combustibles forma parte de la fórmula tarifaria.



Entonces, queremos ser claros en señalar que concordamos con la existencia del Fondo, pero nos gustaría que la estabilización operara sobre un menor nivel de precios. Y la única forma de conseguirlo es actuar sobre el factor interno: los impuestos.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.-  Señor Presidente, como han dicho varios señores Senadores, el Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo es un mecanismo que busca reducir la volatilidad de los precios de los combustibles en el mercado nacional. Tal situación incomoda bastante a las familias y a los usuarios de vehículos, porque permanentemente se enfrentan a alzas y bajas de precios que producen más confusión que estabilidad económica.



Entre los argumentos del proyecto se consigna que el Fondo de Estabilización de los Precios del Petróleo evita traspasar al precio final las oscilaciones puntuales de mercados internacionales.



Asimismo, se considera como un buen sistema, ya que no constituye un subsidio ni un impuesto, sino un mecanismo de estabilización.



Nosotros aceptamos la interpretación planteada en la Sala en el sentido de que este permite otorgar beneficios sociales a los chilenos que usan combustibles derivados del petróleo, al evitarles alzas y bajas bruscas en los precios. Además, a través de esta medida no habrá pérdida de recaudación fiscal -muy importante para desarrollar proyectos sociales- y también se evita incentivar el uso de combustibles contaminantes y no renovables. O sea, se trata de un buen sistema de política pública que logra beneficios para la población.



Dentro de los aspectos positivos del proyecto, cabe mencionar que, desde su creación, dicho mecanismo -como Sus Señorías saben- ha disminuido la magnitud de los cambios semanales, ya sean al alza o a la baja, dando mayor estabilidad a los precios. Ello se basa principalmente en los ajustes que se hicieron al prorrogarlo el año pasado, lo que también       -como recordarán- derivó en el mejoramiento de varios aspectos técnicos, como el hecho de que ya no resulta necesario, como ocurría antes, promediar tres mercados de referencia.



Hay datos que muestran que el Fondo evitó 70 por ciento de los cambios durante el último año.



Por ejemplo, entre febrero y mayo de 2007, los precios de las gasolinas habrían experimentado un alza de hasta 23,5 por ciento, sin el mecanismo vigente. Es decir, con el uso del Fondo de Estabilización de Precios del Petróleo, el incremento llegó sólo a 12,5 por ciento. Estas son cifras bastante contundentes. Sin él habríamos tenido aumentos mayores, sobre todo en las gasolinas.



Por otra parte, cabe mencionar la necesidad de prorrogar el Fondo, que es la idea central del proyecto.



Resulta innegable que evitar las alzas y bajas bruscas de los precios es positivo y da mayor sensación de estabilidad a la población.



Asimismo, es indesmentible que el Fondo ha atenuado los aumentos y disminuciones de los precios de los combustibles, logrando plenamente su objetivo, tal como lo hemos comprobado.



El actual mecanismo culmina el 30 de junio de 2007, y la extensión de su vigencia por tres años permitirá que siga funcionando hasta el 30 de junio de 2010.



Asimismo, es importante señalar que se le van a inyectar 60 millones de dólares al Fondo, cifra absolutamente necesaria para que pueda continuar operando durante los tres años que se prorroga. Porque se estima que tendrá un gasto anual de 20 millones de dólares.



Finalmente, debo expresar que la iniciativa, a petición del gremio de transportistas, contempla beneficios concretos para ellos. Porque se posterga hasta el 1º de julio de 2008 la entrada en vigencia del requisito del sistema electrónico de peajes establecido en la ley pertinente, para que las empresas de transporte puedan recuperar un porcentaje de las sumas pagadas por peajes e impuestos específicos al diésel.



Por las razones expuestas, anuncio mi voto favorable al proyecto en debate.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, en verdad los señores Senadores han sido muy claros para detallar los alcances de la iniciativa y, desde ya,  agradezco, en nombre del Ejecutivo, a quienes han manifestado su intención de pronunciarse a favor.



En forma muy sintética, quiero dar a conocer algunos puntos adicionales.



En primer lugar, debo manifestar que respecto del resultado de este esquema tenemos una evaluación positiva. Como decían los señores parlamentarios, el objetivo principal del sistema es amortiguar los cambios de precios en el mercado nacional cuando fluctúan a nivel internacional. Y eso, efectivamente, se ha logrado.



Según nuestros cálculos, la volatilidad semanal -es decir, de semana a semana- de los precios habría sido 70 por ciento mayor si no hubiese existido el mecanismo vigente.



El segundo asunto que deseo abordar, que se halla relacionado con el primero, es que en los momentos de alzas abruptas del precio internacional, el Fondo las atenúa de modo bastante significativo.



Por ejemplo, entre febrero y el día de hoy, los valores del crudo, la gasolina y el diésel han subido en los mercados internacionales. El precio de la gasolina habría experimentado en dicho período un alza de 23,5 por ciento en Chile sin el mecanismo. Sin embargo, con el sistema vigente, en vez de aumentar en 23,5 por ciento, tan sólo lo ha hecho en 12,5 por ciento. De modo que el objetivo de mitigar tales fluctuaciones se ha logrado bien.



Además, ello se está cumpliendo con un costo fiscal muy acotado. Como se dijo aquí -y lo reitero-, inicialmente el Fondo contaba con alrededor de 20 millones de dólares. Hoy estamos algo por debajo del millón de dólares. Es decir, el neto de los créditos que se han dado y de los impuestos que en breves períodos se han aplicado es de alrededor de 20 millones de dólares.



Ello no significa que a futuro no haya un costo fiscal. Porque los períodos de alza, si el precio fluctúa, se compensan en el largo plazo con los ciclos de baja. Pero, precisamente, para tener un “colchón" suficiente para hacer frente a las fluctuaciones venideras, se solicita capitalizar al Fondo en 60 millones de dólares.



También se ha planteado aquí la idea de un impuesto variable. Obviamente, esta materia merece una discusión más prolongada, pero haré un comentario. 



Quiero sencillamente decir que hay un aspecto del sistema vigente, Honorable señor Orpis y señores Senadores de la Alianza por Chile, que es equivalente a un tributo variable. Porque el impuesto o el crédito fluctúa con el precio. Por lo tanto, en los períodos de alzas súbitas, tenemos un crédito -es decir, una transferencia del Fisco a los particulares- y, en los ciclos de bajas significativas, se produce todo lo contrario. Por consiguiente, el efecto de usar la política fiscal como “colchón", como amortiguador, se está dando.



Ahora, en mi opinión y en la del Ejecutivo, la discusión acerca de cuál es el nivel promedio del impuesto específico es un debate distinto de este. Lo que nosotros estamos haciendo aquí es tomar el nivel de impuesto específico en los términos en que está y amortiguar las fluctuaciones que acontecen en torno a él. A nuestro juicio, dicho mecanismo ha operado bien.



Como se ha dicho aquí -y lo repito sucintamente-, lo que el proyecto persigue es muy sencillo: prorrogar el mecanismo con las fórmulas actualmente existentes. Al respecto, debo añadir que éstas son claras, transparentes y objetivas. Se capitaliza con los dineros provenientes del Fondo de Estabilización Económica y Social (FEES) por un monto -ya mencionado- de 60 millones de dólares.



El último punto que deseo tocar dice relación a la prórroga del crédito vigente a los transportistas. Y, en respuesta a la inquietud formulada por el Senador señor Prokurica, debo señalar que aquí se mantiene lo que hoy existe: un crédito de 25 por ciento de los peajes pagados a los camiones y un crédito de 20 por ciento del peaje pagado al transporte de pasajeros. De hecho, la ley Nº 19.764 establece que el crédito -en el segundo caso- va a “Las empresas de transporte de pasajeros que sean propietarias o arrendatarias con opción de compra de buses, que presten servicios de transporte público rural, interurbano o internacional,".



En ese sentido, no estamos innovando ni restringiendo ni extendiendo la vigencia de la norma. Sencillamente, se está prolongando el beneficio por un año.



Le concedo una interrupción al Honorable señor Prokurica, con la venia de la Mesa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, deseo formular una consulta al señor Ministro



Ocurre que cuando se elaboró la disposición original no existían peajes en las ciudades. Hoy los taxistas y colectiveros deben pagarlos. Por lo tanto, frente a la misma razón tiene que haber la misma disposición.



No veo por qué la gente que trabaja como taxista o como colectivero y paga peaje por transitar en la ciudad no pueda acogerse al beneficio que propone dicho artículo. Creo que esta es una materia que es digna de ser considerada por el Ministerio y debe incorporarse dentro de las disposiciones del proyecto en lo que resta de su tramitación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Puede continuar, señor Ministro.

El señor VELASCO (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, tengo en mis manos la ley pertinente, que data de la presente década. Por lo tanto, ya estaban vigentes buena parte de las concesiones de transporte urbano -por supuesto que no las más recientes-, y en ese momento el legislador extendió el beneficio -como decía- a los camiones, por un lado, y al transporte de pasajeros, por el otro. Nosotros, después de conversar con los gremios y a solicitud de ellos, optamos por mantener el beneficio con los mismos alcances consignados en la norma actual.



Incluso, se conversó la posibilidad de prolongarlo por más tiempo, pero los gremios pidieron que se mantuviese vigente por un año, a diferencia del Fondo que rige por tres años.



En resumen, a nuestro juicio, este sistema ha servido su objetivo principal. La gente ha tenido más tranquilidad y seguridad en sus hogares y los precios de los combustibles se han vuelto más predecibles con un sistema transparente, con una fórmula, operatoria e implementación que se hallan cuidadosamente detalladas en la ley, y que ha estado vigente por un año.



En nuestra opinión, el funcionamiento del mecanismo ha sido bastante productivo. Por eso, solicitamos al Congreso que extienda la vigencia del Fondo por tres años. De modo que el próximo Gobierno pueda tomar las decisiones que correspondan en cuanto a prorrogar el sistema o a introducirle los ajustes que estime pertinentes.



Muchas gracias.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación general.



--(Durante la votación).

El señor ORPIS.- Señor Presidente, recogiendo los argumentos vertidos por el señor Ministro, quiero agregar que nadie objeta que el Fondo de Estabilización de Precios de los Combustibles efectivamente ha neutralizado la volatilidad de los precios internacionales.



La reflexión es otra. Se refiere a si podemos tener un sistema más perfectible. La idea que se ha planteado con el impuesto variable, materia que el Ejecutivo se ha resistido a estudiar, es contar con un mecanismo mejor que el que existe hoy. Yo creo que el Gobierno no puede cerrarse a esa posibilidad, sobre todo cuando se ha presentado una propuesta formal.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto, que, no habiéndose formulado indicaciones, queda aprobado también en particular (29 votos afirmativos).


Votaron los señores Allamand, Alvear, Ávila, Chadwick, Escalona, Flores, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero y Sabag.

)---------(
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Pasamos al proyecto relativo a remuneraciones de funcionarios municipales.



Hago presente a la Sala que, por acuerdo de Comités, esta iniciativa se va a aprobar en el día de hoy.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El señor Presidente...

El señor NOVOA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NOVOA.- Quiero hacer una moción de orden.



Hay un proyecto que podemos despachar de inmediato y sin discusión: el que modifica normas relativas al subsidio familiar y a la adopción.



Creo que no existe ningún inconveniente. Todas las indicaciones fueron aprobadas por unanimidad, y el planteamiento que se hizo al Ejecutivo en el sentido de que enviara una indicación para que la ley entrase a regir al mes siguiente de la publicación y no al subsiguiente fue acogido. Está la indicación acá.



Entonces, me parece que sería muy bueno darlo por aprobado y remitirlo a la Cámara de Diputados, para que la ley efectivamente comience a regir el 1º de julio.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a la petición del Senador señor Novoa.

El señor NAVARRO.- Sí.



--Así se acuerda.

MODIFICACIÓN DE NORMAS RELATIVAS

A SUBSIDIO FAMILIAR Y ADOPCIÓN

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Conforme al acuerdo recién adoptado, corresponde tratar, sin debate, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica normas relativas al subsidio familiar y a la adopción.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4812-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 9ª, en 10 de abril de 2007.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 18ª, en 9 de mayo de 2007.


Hacienda y Trabajo, unidas, sesión 18ª, en 9 de mayo de 2007.

Constitución (segundo), sesión 22ª, en 6 de junio de 2007.


Hacienda y Trabajo unidas (segundo), sesión 22ª, en 6 de junio de 2007.

Discusión:



Sesión 19ª, en 15 de mayo de 2007 (se aprueba en general).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El Ejecutivo hizo presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Este proyecto fue aprobado en general en sesión de 15 de mayo del año en curso y cuenta con segundos informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y unidas de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social.



Las Comisiones informantes dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo primero no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones y conserva el mismo texto aprobado en general, por lo que, de conformidad con lo previsto en el inciso primero del artículo 124 del Reglamento, debe darse por aprobado, salvo que algún señor Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite someterlo a discusión y votación.



--Se aprueba reglamentariamente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Corresponde señalar que la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia dejó testimonio de que las indicaciones presentadas no eran de su competencia, pues no incidían en el artículo primero, propio de su especialidad, de manera que acordó, por la unanimidad de sus integrantes, remitirlo a las Comisiones unidas. Estas, por su parte, efectuaron tres enmiendas al proyecto despachado en general, las que fueron acordadas por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Escalona, García, Gazmuri, Letelier, Longueira, Navarro, Novoa y Sabag.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discutirlas. Los artículos segundo y tercero, donde inciden las modificaciones, tienen el carácter de normas de quórum calificado, por lo que necesitan para su aprobación 20 votos afirmativos.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que consigna los textos legales pertinentes, el proyecto aprobado en general, las enmiendas realizadas por las Comisiones unidas y el texto que resultaría de aprobarse dichas enmiendas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará en particular el proyecto.



Aprobado. (Ver sesión 25ª., en 13 de junio de 2007, páginas…).
MODIFICACIÓN DE NORMAS SOBRE REMUNERACIONES 
DE FUNCIONARIOS MUNICIPALES
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica normas sobre remuneraciones de los funcionarios municipales, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.



--(Aplausos en tribunas).


--Los antecedentes sobre el proyecto (4900-27) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 20ª, en 16 de mayo de 2007.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 24ª, en 12 de junio de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es mejorar, mediante la modificación de diversos cuerpos legales, las remuneraciones de los funcionarios municipales y, además, otorgar a estos determinadas bonificaciones.



La Comisión de Hacienda discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Honorables señores Escalona, García, Novoa y Sabag), en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados.



El texto pertinente se transcribe en el informe.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Ofrezco la palabra.
El señor LONGUEIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, el proyecto que los Comités acordaron tratar en cuarto lugar de la tabla, sobre límites de inversión de los fondos de pensiones en el extranjero, ¿también tiene que despacharse en esta sesión?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El acuerdo de los Comités es para tratar y despachar hoy día el proyecto que acabo de poner en discusión. El que menciona Su Señoría está para ser discutido en cuarto lugar.

El señor LONGUEIRA.- ¿No hay acuerdo para que se vote en esta sesión?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No.

El señor LONGUEIRA.- ¿Y se podría abrir la votación del proyecto en debate?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Lógico. El señor Secretario acaba de terminar la relación, y yo ya lo había puesto en discusión.

El señor LONGUEIRA.- Entonces, pido abrir la votación para esta iniciativa.

)---------(

El señor MUÑOZ ABURTO.- Pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, solicito que las Comisiones unidas de Hacienda y de Transportes y Telecomunicaciones analicen en general y en particular el proyecto sobre asignación de recursos para el Transantiago, que llegará de la Cámara de Diputados.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, la iniciativa viene con “suma” urgencia.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No hay acuerdo, señor Senador.

)----------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Solicito autorización para que ingresen a la Sala la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y su asesor.

El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente.



--Se accede.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, no habiendo Senador informante, deseo señalar que el mejoramiento remuneracional que se plantea en este proyecto obedece a un acuerdo alcanzado entre la Asociación de Funcionarios Municipales, la Asociación de Municipalidades y la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.



La iniciativa se orienta -como lo señala el informe- a ir homologando en forma paulatina la condición de los funcionarios municipales con la de los funcionarios fiscales.



Es sabido que los funcionarios municipales se encuentran en franca situación de desmedro con respecto al resto de la Administración Pública.



Dice la autoridad gubernativa que se contempla la renovación de la asignación de mejoramiento de la gestión municipal hasta la entrada en vigencia de la ley que regulará lo dispuesto en el artículo 121 de la Constitución Política. Sin embargo, queremos dejar muy en claro que esto solo puede tener lugar en la medida que haya un sano respeto a la carrera funcionaria de los trabajadores municipales.



--(Aplausos en tribunas).



En seguida, la iniciativa entra en una serie de detalles. Por ejemplo, sobre porcentajes vinculados al mejoramiento de la gestión.



Se prevé también una bonificación especial para las zonas extremas. Ello, desde luego, envuelve un componente de justicia de carácter histórico, por la forma en que allí se vive. Si uno revisa las condiciones de los funcionarios municipales, puede concluir que tal vez son ellos los primeros que debieran ponerse en la lista de los atendidos como “casos sociales”. Porque, en verdad, están en una situación de mucho retraso.



--(Aplausos en tribunas).



Es importante destacar, señor Presidente, que se está dando una mejor asignación a los funcionarios municipales. Y ello se encuentra financiado.



Tenemos gran cantidad de proyectos por los cuales el Ejecutivo asigna nuevas funciones a los trabajadores municipales pero no da los medios ni los fondos para realizarlas. En este caso se considera la cantidad de dinero suficiente, como seguramente lo ratificará algún representante de Hacienda.



Finalmente, aprovechando que ha entrado a la Sala la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional, me resta preguntar por qué se autoriza en forma diferente a las municipalidades de la Primera y Segunda Regiones para aumentar el monto de la bonificación en 50 por ciento, contra solo 30 por ciento en el caso de las Regiones de Aisén y de Magallanes, de las provincias de Palena, Isla de Pascua y Chiloé, y de Juan Fernández, previo acuerdo de los dos tercios del concejo.



Al respecto, sólo quiero decir que, de alguna manera, aquello ha sido incorporado en los beneficios logrados por la Asociación Nacional de Empleados Fiscales, lo cual también nos parece provechoso.



Solicitamos a la Sala votar favorablemente esta iniciativa.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, este proyecto, que busca mejorar las remuneraciones de los trabajadores municipales, es fruto -tal como lo dijo el Honorable señor Horvath- de un acuerdo alcanzado entre el Gobierno, la Asociación de Funcionarios Municipales y la Asociación de Municipalidades.



Me parece correcto el mecanismo utilizado. Sus Señorías tienen sobre sus escritorios el texto de la iniciativa, que señala diversos aspectos del mejoramiento remuneracional y, principalmente, contiene la tabla de incrementos para los años 2007 y 2008.



Habría sido atendible, para mejor comprensión de los Senadores, que también se hubiera acompañado el listado de remuneraciones de los funcionarios municipales que van a recibir los diversos beneficios, porque con ello podríamos haber tenido absoluta conciencia de las bajas remuneraciones de estos trabajadores, quienes cuentan con ingresos claramente inferiores a los del conjunto de los funcionarios de la Administración Pública. Y uno puede afirmar, sin temor a equivocarse, que los trabajadores municipales se encuentran entre los empleados públicos peor pagados, tanto en la administración centralizada como en la descentralizada, comparando la realización de una misma actividad.



Por lo tanto, aquí estamos frente a trabajadores muy mal remunerados y que, además, representan a una institución que es la primera con la que cuenta la ciudadanía para la solución de sus problemas. 



--(Aplausos en tribunas).



Por ende, señor Presidente, hay aquí una situación de clara injusticia. Y más que de una situación de injusticia, se trata de un aspecto que el conjunto del Estado no ha resuelto adecuadamente: el rol de los municipios. 



Mucho se habla de la importancia del papel de la municipalidad, de las tareas de esta, de su función. Pero el país y el Estado se hallan en deuda con esa organización base de nuestra estructura democrática, de nuestra estructura de gobierno. Y la mejor demostración de esa deuda es la situación remuneracional de los funcionarios municipales. 



El acuerdo a que ellos llegaron significa -tal como señala el informe que Sus Señorías tienen sobre los escritorios- un aumento en las remuneraciones para los años 2007 y 2008.



Ahora bien, de la sola lectura de la tabla que incluye ese documento nos damos perfecta cuenta de que ello no responde a las verdaderas necesidades de los funcionarios municipales y constituye un reajuste -por decirlo de alguna manera- modesto. Y ello evidencia las dificultades que tuvieron los distintos actores para lograr el incremento remuneracional. 



Señor Presidente, la cuestión de fondo con que nos encontramos dice relación al financiamiento de las municipalidades. Sin duda, este reajuste claramente menor, que contempla un aporte estatal para los años 2007 y 2008, da cuenta de las dificultades que enfrentan esas corporaciones a los efectos de llevar adelante aspectos fundamentales para el desarrollo comunal, partiendo por el problema remuneracional de sus propios funcionarios.



Quiero dejar constancia en la Versión Taquigráfica de algunos datos y cifras a mi juicio reveladores de la situación por la cual hoy día pasan las municipalidades.



Durante el año 2006 los municipios del país traspasaron al Fisco más de 143 mil millones de pesos producto de que no recuperan el  IVA.



En 2006 pagaron 170 mil millones de pesos por concepto de remuneraciones que son obligación del Gobierno central, como las referidas a las áreas de Salud y Educación: 50 mil millones y 120 mil millones, respectivamente.



En 2006, por exenciones que ha establecido el Estado en su conjunto, las municipalidades dejaron de percibir alrededor de 130 mil millones de pesos.



Otro dato: la famosa Ley de Rentas II, que implicaba hacer a los municipios un aporte relevante, estimado por la autoridad en cerca de 51 mil millones de pesos, solo ha rendido 13 mil a 14 mil millones.



Eso significa, señor Presidente, la existencia de muchos municipios técnicamente quebrados y que, por consiguiente, no tienen ninguna posibilidad real de, por un lado, ser actores del desarrollo local, ni, por otro, enfrentar el problema de las remuneraciones de sus trabajadores.



Lo anterior determina que hoy día en el Senado se encuentre pendiente la discusión de un proyecto de ley sobre modernización de las municipalidades, que regula el artículo 121 de la Constitución. Y se pretende modernizar las plantas, lo cual es un espejismo o una ilusión si no resolvemos primero el problema del financiamiento de dichas corporaciones.



--(Aplausos en tribunas).



Y eso nos lleva a aprovechar este proyecto de ley, que ya tiene consenso -es evidente-  y que, en caso de aprobarse hoy, permitirá a los funcionarios municipales contar con una ayuda para afrontar el drama que se vive en la mayoría de los casos. Como decía el Senador señor Horvath, muchas veces son ellos los que requieren una colaboración social ante situaciones de endeudamiento límites en las tiendas, en el sistema bancario, etcétera.



Reitero: se trata de aprovechar esta iniciativa para poner énfasis en el elemento central que debiera preocuparnos: el financiamiento municipal, para contar con municipalidades fuertes, sólidas, que puedan remunerar mejor a su personal y, consecuentemente, alcanzar mayor productividad y prestar de mejor manera los servicios que la ciudadanía reclama. Porque -insisto- son los municipios la primera institución del Estado que la gente busca para procurar resolver sus dificultades.



Si uno recorre el país, se da cuenta de ello: la población de Aisén, ante el problema de los temblores, recurre a su municipio; en la zona Centro sur, frente a las inundaciones, se acude primero a los funcionarios municipales; en el Norte, exactamente lo mismo.



¡Y precisamente esos empleados están hoy muy mal pagados! 



Sin duda, el acuerdo que lograron es una ayuda, aunque bastante modesta, para mejorar sus ingresos, muy menores con respecto a la función que en la práctica realizan.



Así que, señor Presidente, vamos a votar a favor de esta iniciativa, que esperamos sea aprobada esta tarde tanto en general cuanto en particular, pues ello permitirá que la ayuda y los recursos previstos lleguen a los funcionarios municipales -subrayo que los reconocemos como elementos centrales en la función de un municipio- y les permitan afrontar las dificultades sociales y económicas que viven.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, la intervención del Honorable señor Pérez Varela me ahorra parte importante de lo que quería señalar. Sólo agregaré un par de elementos.



Este Senado debería, a la brevedad posible, convocar a una sesión especial. Creo que hay que sincerar lo que está ocurriendo en materia económica con la Administración del Estado en el caso tanto de los gobiernos regionales como de los municipios.



A las cifras entregadas por el Senador señor Pérez Varela sólo añadiré una. 



Hoy día, un porcentaje muy alto de municipios del país no tiene capacidad de inversión. Y una forma de constatarlo en términos reales es el hecho de que el 70 por ciento de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional termina subsidiando inversión municipal.



Por ello, deberíamos analizar en profundidad lo que ocurre con la Administración del Estado, porque a mi entender, definitivamente, estamos en crisis.



Sólo agregaré que, tal como lo consigna el informe de la Comisión de Hacienda, los aportes fiscales en esta materia sólo van a operar los dos primeros años. A partir del tercero el financiamiento corresponderá a los propios municipios, cuya realidad económica estamos destacando en esta Sala.



Señor Presidente, quiero rendir un homenaje a dirigentes de zonas extremas de nuestro país, de la Primera y de la Decimoquinta Regiones, que están en las tribunas.



--(Aplausos en tribunas).



Ellos, por años, han dado una lucha en dos sentidos: para el otorgamiento de la bonificación de zonas extremas y para que no existan funcionarios públicos de primera y segunda categorías. 



¡Todos son funcionarios públicos y en iguales condiciones!



Durante esta etapa, ellos dieron una lucha importante a fin de que la asignación de zona negociada por la ANEF para los funcionarios públicos fuera igual a la de los empleados municipales. Y deben sentirse orgullosos, porque hoy están viendo en esta Sala los resultados.



¡El esfuerzo no ha sido en vano!



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ruego no hacer manifestaciones. 



Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, Honorables colegas, este proyecto de ley, que mejora las remuneraciones de los funcionarios municipales de todo el país, apunta en el sentido correcto al pretender mejorar la gestión municipal y modernizar el poder local, tan importantes para el desarrollo de los planes que necesitan todas las comunas de Chile.



Los dirigentes de los funcionarios del sector han luchado por mucho tiempo, de Arica a Magallanes, para que se reconozca el nivel y la relevancia de estos en el quehacer municipal en cada una de las comunas. A lo largo de los años, tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado, los he visto plantear sus reivindicaciones, orientadas a recibir el mismo trato que el resto del sector público.



Hoy es un día de alegría para todos esos trabajadores al saber que la Sala aprobará la iniciativa en debate -de ello no me cabe ninguna duda-, la cual aumenta las remuneraciones y pone justicia ante el largo tiempo de postergaciones y humillaciones que han sufrido.



Como muy bien expresó el Senador señor Orpis, en las zonas extremas -y hablo particularmente por la Región de Magallanes y, si se me permite, también por la de Aisén- se desplegó un gran esfuerzo para obtener una bonificación especial, que ya reciben los demás funcionarios de la Administración del Estado. Será un gran incentivo y constituirá una remuneración extra, que permitirá paliar las dificultades económicas que a diario debe enfrentar el personal municipal.



Sin embargo, queda un tema pendiente, como es lograr que la asignación de zona sea igual para todos los funcionarios públicos de esos lugares, a fin de terminar con la situación que se observa en la actualidad, en que algunos perciben porcentajes mayores que otros dentro del aparato del Estado, inequidad que nadie entiende.



No obstante lo anterior, valoro el proyecto, por cuanto representa un avance muy significativo para los funcionarios municipales de todo el país y, en particular, para los de zonas extremas, que carecían de la bonificación correspondiente, pese a vivir en localidades aisladas y en condiciones bastante duras. Y tanto lo son -tal como me lo comentaba Jorge González, Presidente de la Asociación de Funcionarios Municipales de Punta Arenas-, que le impidieron estar presente hoy aquí al Senador señor Bianchi, quien, valorando también la iniciativa, no ha podido asistir debido a que a los aviones no les fue posible despegar por el exceso de nieve acumulada en las pistas. ¡Ese es el clima que nosotros enfrentamos, señor Presidente! De ahí que la bonificación viene a paliar, en parte, el sacrificio que implica trabajar y hacer soberanía en zonas extremas tan duras como Aisén y Magallanes.



Por eso, los socialistas vamos a aprobar el proyecto.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Hago presente que a partir de este momento queda abierta la votación.



Se van a tocar los timbres, porque no hay quórum en la Sala.



A continuación se podrá fundamentar el voto por cinco minutos.



--(Durante el fundamento de voto).

El señor SABAG.- Señor Presidente, en primer lugar, debo resaltar que esta iniciativa es fruto de un acuerdo entre el Gobierno, la ASEMUCH y la Asociación Chilena de Municipalidades. Y es un gran acuerdo, que tendrá un importante impacto en las remuneraciones de los funcionarios municipales, particularmente en las de quienes ocupan los grados más bajos de la escala correspondiente; que reducirá de manera significativa la brecha existente entre dichos trabajadores y sus pares del sector público, y que perfeccionará las normas relativas a zonas especiales y a la asignación de mejoramiento de gestión.



Lo anterior nos alegra, evidentemente, porque todos conocemos la función que cumplen las municipalidades y su personal, y somos conscientes de la difícil situación económica por la que atraviesa la inmensa mayoría de ellas. Algunas obtienen muchos recursos, pero son la excepción.



La realidad descrita se refleja en que las remuneraciones de numerosos funcionarios son muy bajas. Tratándose de los últimos grados, estamos hablando de 186 mil pesos, y en el caso de los auxiliares, de una cantidad similar. Y para eso se requiere tener, a veces, 10, 15 ó 20 años de antigüedad. Sabemos que necesitan sueldos más altos, pero este proyecto en algo los mejora. 



Sabemos, repito, que la mayoría de los municipios pasa por dificultades bastante angustiosas en la parte económica. Algunos Honorables colegas ya señalaron que los servicios traspasados significan a esas entidades ingentes desembolsos en educación y salud, a lo que muchas veces se suman iniciativas aprobadas aquí que implican gasto, sin que se les hayan efectuado mayores aportes.



Por ello, debo destacar que el proyecto establece que el Fisco hará una contribución extraordinaria de 8 mil millones de pesos en 2007 y de 8 mil 700 millones de pesos en 2008. Esto es muy importante para los municipios. El problema es que esa medida dura dos años y que serán estos últimos los que deberán seguir proporcionando los recursos.



Me sumo, entonces, a la posición de enfrentar lo antes posible las dificultades de financiamiento de las municipalidades y el nivel de remuneraciones de su personal, porque es algo que no puede continuar. En efecto, se trata de los organismos destinados a atender las necesidades más urgentes de la población. Conocen todos sus problemas, saben cómo solucionarlos, y, no obstante, no lo hacen por carecer de los fondos correspondientes.



Por mi parte, represento a una Región donde existen comunas grandes y pequeñas, pero ninguna dispone siquiera de 10 millones de pesos para obras de inversión. Por lo tanto, aquí debemos actuar responsablemente, y, así como establecemos obligaciones para los municipios, también debemos entregarles recursos para que puedan salir adelante.



Así que, con agrado, los Senadores democratacristianos vamos a apoyar este proyecto de ley, aprobado por unanimidad en la Comisión de Hacienda, que hace plena justicia a los trabajadores municipales. 



Quiero saludar en particular a los dirigentes que hoy asistieron a la Comisión de Gobierno, donde se está tratando otra iniciativa que seguramente veremos en la Sala con posterioridad, quienes han tenido la oportunidad de presenciar también la discusión de este articulado, que se decidió debatir sobre tabla y en forma inmediata, aprovechando su presencia.



Y hago una mención especial, entre ellos, de la dirigente de la Asociación de Funcionarios Municipales de Putre.



En consecuencia, los Senadores de la Democracia Cristiana concurriremos con nuestros votos a la aprobación del proyecto, para que sea despachado ojalá ahora mismo, a fin de que se convierta en ley lo antes posible. Recuerdo que entrará a regir con efecto retroactivo a contar del 1º de enero de 2007.



--(Aplausos en tribunas).
La señora MATTHEI.- Señor Presidente, nosotros también vamos a votar a favor de la iniciativa. Obviamente, nos alegramos del mejoramiento económico que tendrán los trabajadores municipales. 



Sin embargo, quiero hacer presente que en la Región que represento, al menos, existen situaciones bastante preocupantes con relación a ese sector laboral. Se registran deudas previsionales millonarias.



Y algunas municipalidades retienen a los funcionarios parte de sus remuneraciones para cancelar deudas que ellos han contraído con casas comerciales o con la COOPEUCH, por ejemplo. No obstante, las cuotas correspondientes no se pagan, de modo que los afectados quedan sin su dinero, con la misma deuda y en DICOM.



Hemos visto, asimismo, un maltrato horroroso y persecuciones en contra de numerosos funcionarios, hasta el punto de quebrarlos sicológicamente y obligarlos a renunciar.



Durante un tiempo prolongado, muchas personas han estado a honorarios o a contrata. Bajo el primer régimen no tienen ningún derecho a previsión o a salud, y bajo el segundo, el alcalde puede echarlos en cualquier minuto si no hacen lo que quiere, con lo cual quedan en una situación terrible: o aceptan todas sus condiciones o, en algún momento, pierden su trabajo.



Tengo claro que muchas de esas situaciones pueden deberse a un problema de desfinanciamiento en los municipios. Y es algo que debemos analizar a fondo. Sin embargo, en numerosas oportunidades se advierte que no hay dinero para la previsión pero sí para los fuegos artificiales de fin de año; que no hay dinero para pagar las cuotas retenidas pero sí para contratar a amigos o a gente del mismo partido del alcalde, con sueldos millonarios, a cambio de los cuales ni siquiera se sabe si hacen algo.



Uno ve diferencias inmensas entre lo que perciben los funcionarios de carrera y los de “pituto”. La verdad es que cientos de personas sin mérito alguno han sido contratadas sobre todo en los departamentos de educación y de salud, desconociéndose lo que realizan. Y muchas veces el desfinanciamiento en esos sectores proviene, justamente, de que ellas no trabajan ni en educación ni en salud, sino que son "pitutos" políticos.



Me alegro muchísimo de este aumento salarial. Pero quiero también señalar que los funcionarios municipales no tienen dónde recurrir cuando son maltratados o no se paga su previsión; no tienen a quién reclamar cuando, a pesar de haber ganado un cargo por concurso, son enviados por el alcalde a realizar cualquier otra labor.



Siento que existe una desprotección de los derechos laborales, humanos y previsionales de esos trabajadores, que deberemos abordar ojalá en el corto plazo.



Puede que la mayoría de los jefes edilicios se desempeñen muy bien, pero algunos de ellos más bien se creen "reyecitos". Y a esta última situación nadie es capaz de poner atajo, porque no se cuenta con facultades para remover a ese tipo de alcalde que a veces endeuda a los municipios, maltrata a los funcionarios, no paga lo que debe, y, no obstante, malgasta el dinero en otras cosas.



Por otra parte, no puedo dejar de mencionar que queda pendiente un asunto muy grave respecto a los funcionarios municipales y a muchos otros del sector público: el daño previsional. Al respecto, observamos que a algunos gremios se les ha brindado una solución muy generosa, y a otros -si es posible hablar de “solución”-, una que constituye una mezquindad absoluta.



Así que voto con alegría a favor del proyecto, porque significa efectivamente un mejoramiento en los salarios. Sin embargo, quiero llamar la atención en cuanto a que restan muchísimas cuestiones por tratar en el ámbito de que se trata.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, quienes conocemos el mundo municipal sabemos lo importantes que son sus funcionarios. En mi caso, fui jefe de gabinete, alcalde subrogante, concejal, por lo que comprendo muy claramente lo que significan, para quienes ejercen estos cargos, el trabajo y la fuerza que aporta ese personal.



Un proyecto como el que nos ocupa -que responde a un acuerdo y que, por supuesto, vamos a votar a favor- permite mejorar las remuneraciones, bastante disminuidas, de los funcionarios. Resulta claro que ganan menos que los de las instituciones estatales, sin perjuicio de que tampoco es posible calificar de excelente tal asimilación, sino como una cuestión de justicia.



Eso sí, señor Presidente, me parece que no corresponde establecer odiosos criterios de diferencia. Y lo digo en el buen sentido de la palabra.



En efecto, en el artículo 3º se consagran distinciones en la bonificación para las zonas extremas. Y el Honorable señor Muñoz Aburto mencionó con anterioridad que el Senador señor Bianchi no pudo salir de Punta Arenas debido a la nieve y a los problemas climáticos. Pero las dificultades en la Segunda Región también son grandes, porque en esa zona desértica las diferencias de temperatura entre el día y la noche -en Calama, por ejemplo- son gigantescas y el costo de la vida es mucho más elevado que en el resto del país y, desde luego, que en Santiago. Entonces, el hecho de establecer criterios diferenciadores entre las zonas extremas, respecto a los recursos que perciben unas y otras, me parece un error.



Como existe un acuerdo, voy a respetarlo, aunque no quiero dejar de manifestar que considero odiosa, repito, esa discriminación y que no debería instituirse, porque el agua, la luz, los alimentos son extremadamente caros en la Segunda Región, mucho más que en cualquier otra parte de Chile.



Resulta claro que las municipalidades de Antofagasta, Mejillones, Taltal, Sierra Gorda, Baquedano -en pleno desierto-, Calama, Tocopilla, María Elena, San Pedro de Atacama, Ollagüe están en zonas extremas y que se hace patria viviendo y trabajando en ellas. Por lo tanto, no deberían hacerse las diferencias que se contemplan y deberían considerarse zonas extremas aquellas que corresponden realmente a esa condición y que todos conocemos como tales.



Sin perjuicio de lo anterior, voy a votar a favor de la iniciativa, pues implica un avance importante -aunque no el óptimo- para los funcionarios municipales, quienes son los que reciben los primeros impactos de la comunidad. En tal sentido, el proyecto cuenta por completo con el apoyo de los Senadores radicales.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, el Estado ha puesto dos mochilas sobre las espaldas de los municipios: una es la salud, y la otra, la educación. Ambas han impedido que tengan agilidad para abordar con eficacia las materias que les son propias. Y, además, han convertido a sus propios funcionarios en víctimas de los déficits crónicos que se registran en uno y otro ámbito.



Por otra parte, bajo una pretendida modernización, en muchas municipalidades ha comenzado a proliferar la práctica de la subcontratación. Ese aspecto a menudo redunda en un perjuicio para los trabajadores del sector, porque se les somete a una condición de menoscabo y, muchas veces, de diferencias, desde el punto de vista de la remuneración, que carecen de fundamento alguno. Y se generan una discriminación que resulta odiosa y una baja en la autoestima.



En cuanto a los contratos a honorarios -cuestión que también preocupa a los funcionarios-, estos tienden a perpetuarse en el tiempo y, por lo tanto, generan condiciones diferentes, desde el punto de vista del vínculo institucional, entre unos y otros trabajadores. Quienes se desempeñan bajo esta modalidad de contrato quedan en una situación inferior en la participación en el gremio y, también, en lo concerniente a las actividades del propio municipio, lo cual, por ende, resta fuerza al conjunto de funcionarios para reivindicar sus legítimas aspiraciones.



En general, en el país se habla mucho de la participación. Pero, particularmente en el ámbito municipal, esta sólo queda en la retórica, en los discursos, en las promesas. No se hace efectiva. Con ello se pierde la posibilidad de realizar aportes que puedan ser sustantivos para la implementación de las políticas del sector. 



Los funcionarios que se desenvuelven en los diversos municipios del país tienen una trayectoria, una experiencia, un conocimiento de los temas con que se enfrentan cotidianamente, que son lastimosamente desaprovechados por las autoridades de turno. Si los alcaldes tuvieran verdadera conciencia de la importancia que reviste la participación de los trabajadores municipales, podrían rendir mucho mejor en su gestión, cumplir en forma más adecuada las metas. Ahí cuentan con un capital humano muy valioso, al que, por cierto, están dejando de lado, porque no ponen en práctica lo que dicen en sus discursos.



La participación ha de ser un elemento sustantivo no sólo para la comunidad, sino también para quienes la sirven desde un puesto en cada uno de los municipios.



He tenido la fortuna de ser invitado anualmente a los eventos que realiza la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales…

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor ÁVILA.- Gracias, señor Presidente.



Y he podido constatar allí el grado de capacitación y de interés que ponen en sus temas. Pero esto, por desgracia, queda en el bagaje y en el conocimiento de los propios afiliados, pues no se les da la posibilidad de efectuar sus aportes a la autoridad respectiva, dado que esta, sencillamente, no los considera del modo que merecen.



¡Me siento muy contento de que en esta sesión el Senado inicie, por fin, la recuperación de la dignidad de todos los trabajadores municipales del país!



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, el motivo de mi intervención es dar a conocer, frente a los dirigentes de los funcionarios municipales, la votación de los dos Senadores del Partido Por la Democracia con relación a este proyecto, de tanta justicia.



Vale la pena subrayar que la iniciativa -a mí, por lo menos, me complace que sea así- tuvo su origen en un diálogo, en un acuerdo democrático –apasionado, en algunas oportunidades, pero muy sincero- entre el Gobierno y los trabajadores.



Es lamentable cuando a esta Sala llegan otras inquietudes de similar naturaleza pero sus actores mantienen posiciones muy confrontacionales. Por eso, felicito a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: inteligentemente, supo conversar con las bases de los empleados municipales.



Además, deseo destacar los correctos planteamientos y aportes hechos por la Asociación Chilena de Municipalidades, la que indudablemente representa un factor trascendente e importante en este tipo de materias. Por lo general, escuchamos a dicho organismo cuando se disponen mejoramientos económicos para determinados sectores o cuando se les otorgan mayores obligaciones. Sus miembros siempre cuestionan tales medidas, pero, al final, deben asumir el peso de esas conquistas. En este caso observo una actitud de comprensión, de aporte y de responsabilidad hacia quienes son el alma de la función de nuestros municipios.



Por supuesto, destaco la responsabilidad y la capacidad demostradas por los dirigentes del sector, quienes -no me cabe ninguna duda- cuentan con el reconocimiento de las trabajadoras y los trabajadores de las 345 municipalidades en que se divide el país.



El proyecto favorecerá -como muy bien se señaló- a 40 mil funcionarios. ¡En muy buena hora! Y ojalá se comience a caminar en la dirección de homologarlos con los beneficios y las rentas de los empleados públicos. No se trata de equilibrar o de emparejar hacia abajo, sino, a la inversa, hacia arriba.



Digo esto porque, incuestionablemente, a los municipios cada día -por resolución de las representaciones parlamentarias, por la expresión y la sensibilidad de los partidos políticos, por las iniciativas del Gobierno- se les están entregando mayores responsabilidades. Ellos son, en verdad, el corazón de la acción pública en las 345 comunas de Chile.



En las municipalidades inician su camino todos los proyectos sociales de la comunidad -¡absolutamente todos!-, de cualquier naturaleza. Además, se imparte justicia a través de los juzgados de policía local, donde, curiosamente, funcionarios municipales desarrollan actividades junto con esos jueces.



En los municipios están los trabajadores que se encargan de la administración de patentes, del pago de contribuciones, de las bibliotecas. Es decir, la labor que cumplen los hace ser motores fundamentales para el desarrollo y la solución de problemas de las ciudades de nuestro país.



Por último, ojalá el artículo del proyecto relativo al cumplimiento de un compromiso acordado con los funcionarios municipales, en orden a facilitar el financiamiento de la bonificación al retiro establecida en la ley Nº 20.135, realmente se lleve a la práctica.



La iniciativa autoriza al Fisco para anticipar a las municipalidades -¡anticipar!- los recursos que les correspondan en el Fondo Común Municipal. No se trata de dineros que se entreguen para ese efecto, sino, simplemente, de adelantos que después deberán ser devueltos.



Espero que los señores alcaldes sean generosos al aceptar tal responsabilidad -yo sé que la situación es difícil para ellos-, a fin de que muchos funcionarios que han sobrepasado la edad para jubilar (60 años, la mujer; 65, el varón) puedan retirarse a una vida más tranquila, aunque sigan desarrollando otras actividades. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor MUÑOZ BARRA.- Tienen derecho a ello. Y, si no han hecho uso de él, es por la desmedrada condición en que quedan cuando jubilan, debido al sistema de ahorro que tenemos en las AFP. Estos trabajadores se vieron obligados -sí o sí- a cambiarse del INP a las administradoras de fondos de pensiones cuando desaparecieron las cajas municipales.



Por lo anterior, los dos Senadores del Partido Por la Democracia entregaremos gustosos nuestros votos favorables al proyecto.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, sin duda, lo acordado hoy por el Senado tiene el completo respaldo de la bancada de Senadores socialistas.



Sin embargo, a pesar de la importancia del aporte propuesto, este es sólo un paliativo, porque aún dista a lo menos en 30 por ciento de lo que perciben iguales cargos en la Administración Pública.



La pregunta que uno debiera hacerse es por qué los funcionarios municipales, que son la primera ventanilla, la puerta de entrada al servicio público, tienen una remuneración inferior a la del personal de la Administración del Estado por igual función y responsabilidad. De cualquier manera, quienes dan la cara la primera vez para enfrentar la demanda ciudadana son los empleados municipales. 


Ese 30 por ciento de diferencia que todavía se mantiene debiera ser abordado en lo sucesivo, de manera de generar equidad: a igual función, igual remuneración. Dentro de la Administración Pública, las municipalidades no pueden ser el patio trasero ni el familiar más pobre. Debe haber igualdad.



Espero que la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo y, en general, el Gobierno hagan los análisis necesarios, en acuerdo con los municipios, para que esa paridad de remuneraciones se materialice. Eso es, en justicia, lo que los servidores públicos municipales demandan.



Los programas de mejoramiento de gestión fueron acordados el año 2003 -si no me equivoco-, con una asignación de 10 por ciento. Pero, en los hechos -seamos francos-, esta llegó sólo a 5,5. O sea, no se concretó el compromiso. Por eso, hoy establecemos la totalidad de ese 10 por ciento, incorporando a las zonas extremas. Con ello no hacemos sino cumplir básicamente los convenios de la OIT, la legislación internacional, pues se repara una situación en la cual había desmedro.



Respecto de cómo llevar aquello a la práctica -esta materia sin duda puede suscitar debate-, el artículo 8º señala que los municipios que no posean recursos podrán acceder a anticipos de la participación que les corresponda en el Fondo Común Municipal; o sea, no hay excusas para que se excluyan del mejoramiento. La letra a) de la misma disposición dice claramente que la municipalidad interesada deberá suscribir un convenio con la SUBDERE, que deberá ser visado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. 


Apostamos a que ningún municipio va a marginarse, porque, si no tiene los fondos, el Gobierno se los adelantará a través del Fondo Común Municipal.



Sin embargo, quedan temas pendientes. Porque no basta sólo con la remuneración económica, que es muy importante; también se requiere dignidad en el trato.



En tal sentido, hay preocupación en lo relativo al artículo 121 de la Constitución y a la flexibilidad. 


Nuestros alcaldes poseen mucha autoridad. Yo siempre he dicho que es bueno compartirla, porque la concentración de ella muchas veces le hace mal a la gestión. Entonces, soy partidario de que haya una autoridad más horizontal.



El artículo 121 de la Carta, tal como se ha expuesto, otorga facultades extraordinarias que no garantizan una adecuada gestión. Queremos que esta mejore, no que haya persecución. Y como existe tal posibilidad para ambos lados, en todo el espectro político, a la hora de discutir lo concerniente al artículo 121 vamos a considerar lo que sea necesario. Se puede mejorar la gestión con la legislación que hoy existe; pero para ello se requiere mayor aplicación.



Por último, aunque concurrimos con tardanza, los funcionarios municipales han señalado que el proyecto recoge efectivamente las actuales inquietudes del sector. Quedan pendientes las que hemos mencionado.



Mi bancada va a apoyar la iniciativa de forma unánime, pues estamos reparando una deuda y una injusticia que han afectado a los funcionarios municipales hasta ahora.



Mi voto es a favor, al igual que el de toda la bancada del Partido Socialista.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, resulta evidente que existe unanimidad en la Sala para aprobar el proyecto, que contribuye a mejorar las rentas de los empleados municipales en función de los méritos que han señalado todos quienes me han antecedido en el uso de la palabra.



Deseo referirme en particular al artículo 8º, que faculta al Fisco para que efectúe anticipos de la participación que corresponde a las corporaciones edilicias en el Fondo Común Municipal, a los efectos de destinarlos al pago de la bonificación al retiro establecida en la ley Nº 20.135.



Quiero recordar que esa normativa fue promulgada en diciembre del año pasado, obviamente con nuestra aprobación. Mediante ella se dispuso una bonificación por retiro voluntario para los funcionarios municipales que, básicamente, cumplían los requisitos de edad para jubilar. Se estableció que dicha bonificación sería de seis meses, pudiendo llegar a once con acuerdo del concejo, a propuesta del alcalde. En ese momento se planteó que el gasto de tales bonificaciones sería de cargo municipal.



Hoy vemos que, mediante el artículo 8º, en el fondo se está otorgando a las municipalidades un préstamo para que puedan dar cumplimiento a la bonificación establecida en una ley anterior, en circunstancias de que nosotros dijimos que no iban a tener recursos para financiarla y que creíamos que debía ser de costo fiscal. No hubo acuerdo. No se quiso escuchar. Y ahora estamos autorizándolas para que se sigan endeudando.



Cabe recordar que, a fin de solucionar en parte el problema de la Educación, también hemos autorizado para que a los municipios se les descuente de los recursos que reciben por concepto de subvención escolar a los efectos de pagar imposiciones atrasadas de profesores y funcionarios, la asignación de perfeccionamiento y otras obligaciones propias de ese sector, que fue traspasado.


Con esta iniciativa estamos diciendo que las municipalidades pueden seguir endeudándose, ahora a costa del Fondo Común, para pagar la asignación de retiro voluntario establecida en una ley hace ya seis meses.



Entonces, deseo pedir al Ministro de Hacienda y a la Subsecretaria de Desarrollo Regional -aquí presentes-, reconociendo su gran labor y disposición en la tramitación del proyecto, que la asignación por retiro voluntario se pague a través de un aporte fiscal, para que todos los funcionarios que jubilen reciban los once meses.



La Cámara de Diputados nos comunicó que se aprobó la iniciativa que entregará 290 millones de dólares para ir en ayuda del Transantiago. Un proyecto mal diseñado, mal implementado, etcétera. ¡Cómo no va a haber en las arcas del Fisco 8 mil, 10 mil, 12 mil millones de pesos para pagar lo que en justicia les correspondería a todos los funcionarios municipales que se acogieran a retiro, que son los once meses de indemnización!


--(Aplausos en tribunas).



Si estamos hablando de justicia, de igualdad con los otros empleados públicos, del trato que hizo el Ministro de Hacienda con los dirigentes de la ANEF, del acuerdo al que se llegó con el Colegio de Profesores, ¿por qué efectuar esta discriminación tan odiosa con los funcionarios municipales? Creo que todos deben tener derecho por lo menos a esos once meses. Y hago un llamado ferviente a que se busquen los fondos para que todos aquellos que se acojan a retiro voluntario, desde los del municipio más pobre hasta los de aquel que posee la mayor cantidad de recursos, reciban una indemnización por aquel monto.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, pienso que muchos señores Senadores han planteado lo fundamental. Y, particularmente, adhiero a lo señalado por todos los integrantes de mi bancada.



Sólo quiero formular una reflexión.



Se está haciendo un esfuerzo para resolver un problema antiguo. ¿Pero cuánto cuesta ese esfuerzo? ¿Qué costo tiene para el Fisco? La suma del proyecto, por concepto de bonificaciones e incremento de las remuneraciones, alcanza a 16 mil 700 millones de pesos, cifra inferior a la que representan 30 millones de dólares.



Quiero decir que este arreglo es muy modesto. En mi concepto, no estamos otorgando el reconocimiento debido a funcionarios que -como todos han señalado- desarrollan una labor fundamental: el municipio es la primera empresa de servicios de Chile. Se encuentra en terreno todos los días para sacar adelante las numerosas inquietudes de los vecinos. Y son los servidores municipales quienes, en la primera línea, dan la batalla.



Por lo tanto, el reconocimiento que hacemos resulta justo pero insuficiente.



Señor Presidente, 30 millones de dólares es una cifra menor a lo que deja mensualmente como déficit el Transantiago. Y es bastante modesta si consideramos que la Cámara de Diputados acordó hoy entregar 290 millones en esa moneda para tratar de arreglar los problemas de dicho Plan, que no se van a solucionar, porque el próximo año vamos a tener que destinar en la Ley de Presupuestos -según lo manifestado por el señor Ministro- al menos 120 millones de dólares adicionales. Y así, sucesivamente.



--(Manifestaciones en tribunas).


Entonces, ¿cuáles son las prioridades de Chile si para un sistema de transporte hay un libreto de cheques indefinido pero un modesto aporte para 40 mil funcionarios? Señor Presidente, considero que lo anterior debe ser motivo de reflexión.



Apoyamos este camino, pero reitero que resulta insuficiente. Y esperamos que este sea el primero de muchos pasos para que se haga justicia también a los funcionarios municipales de Chile.



--(Aplausos en tribunas).

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto en general (35 votos afirmativos) y, por no haberse presentado indicaciones, se aprueba también en particular, quedando despachado en este trámite.



Votaron los Senadores señora Alvear y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.


--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo.

La señora SERRANO (Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo).- Señor Presidente, agradezco mucho la votación de los señores Senadores, lo que demuestra su sensibilidad frente a un asunto que,  según se ha señalado, requería atención urgente. Y es probable que esta sea la primera de otras medidas que debamos adoptar, porque sigue presente la situación de inequidad que enfrentan los servidores municipales, respecto del conjunto de funcionarios públicos.



Pero mi papel es señalar lo que se va a lograr con la votación unánime de los señores Senadores: hemos aprobado un mejoramiento en una línea gradual de homologación de remuneraciones entre los empleados municipales y los fiscales. Por primera vez, en una materia como esta, hemos conseguido la entrega de aportes públicos por 8 mil millones de pesos. Hemos logrado, también por primera vez, una asignación para las zonas extremas que tanto los empleados municipales del norte como los del sur nos solicitaron con notables argumentos, con los cuales no pudimos sino convenir. 



Señor Presidente, entendemos esos esfuerzos. Y tal es el marco del acuerdo que firmamos en noviembre, cuando convinimos con la Asociación Chilena de Municipalidades y los funcionarios municipales estas mejorías. Las entendemos en el contexto de un proyecto de reforma constitucional que llamamos “el 121”, que moderniza la organización municipal.



Esperamos seguir trabajando junto a los funcionarios de los municipios, no para producir inestabilidad, sino para mejorar su condición laboral, su carrera funcionaria y el rol que desempeñan, a fin de contribuir a tener un mejor país.



--(Aplausos en tribunas).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El señor Ministro de Hacienda ha solicitado el beneplácito de la Sala para tratar el proyecto relativo a los límites de inversión en el extranjero de los fondos de pensiones.

El señor SABAG.- No tenemos inconveniente.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tampoco nosotros.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Para eso, debe prorrogarse el Orden del Día por el tiempo necesario. 



¿Habría acuerdo?

El señor LETELIER.- Sí, señor Presidente.

El señor LONGUEIRA.- No, señor Presidente.

El señor LARRAÍN.- Para prorrogar la hora, no. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿No hay acuerdo?

El señor SABAG.- No es necesaria la prórroga, señor Presidente. Vamos a despachar la iniciativa en menos de cinco minutos. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si no existe acuerdo, habría que votar inmediatamente.

El señor SABAG.- Pero todavía estamos dentro del tiempo, señor Presidente. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No. Ya terminó, señor Senador. 



Por lo tanto, se colocará el proyecto en primer lugar de la tabla de la sesión de mañana. 



--Por unanimidad, así se acuerda.

VII. TIEMPO DE VOTACIONES

INQUIETUD DE SENADO POR NO RENOVACIÓN DE CONCESIÓN

DE RADIO CARACAS TELEVISIÓN. PROYECTO DE ACUERDO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables señores Naranjo, Muñoz Barra, Sabag y Vásquez, con el propósito de que el Senado exprese su inquietud por la no renovación de la concesión de Radio Caracas Televisión y que el Gobierno de Chile haga llegar esta preocupación a diversas entidades.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 964-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 21ª, en 5 de junio de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto de acuerdo tiene por objeto expresar la inquietud del Senado por la no renovación de la concesión de Radio Caracas Televisión y solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que haga llegar esta preocupación a las autoridades de Venezuela, al Secretario General de la Organización de Estados Americanos, a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la Comisión de Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala,…

El señor CHADWICK.- Que se vote, señor Presidente. 

El señor NAVARRO.- Que se tome la votación. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación electrónica. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (19 votos a favor, 3 en contra y una abstención)


Votaron por la afirmativa los Senadores señores Ávila, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, García, Horvath, Larraín, Longueira, Matthei, Muñoz Barra, Naranjo, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez. 



Votaron por la negativa los señores Navarro, Núñez y Ominami. 



Se abstuvo el señor Letelier.

CAMBIO DE SUJETO DE DERECHO DE IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. PROYECTO DE ACUERDO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo a través del cual el Honorable señor Espina y otros señores Senadores piden al Gobierno el envío de un proyecto de ley para modificar las disposiciones sobre cambio de sujeto de derecho del IVA. 

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 966-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 22ª, en 6 de junio de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto tiene por objetivo solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que envíe al Congreso Nacional un proyecto de ley que modifique las normas sobre cambio de sujeto de derecho del impuesto al valor agregado, en el sentido de restringirlas sólo a casos excepcionales y a actividades de difícil fiscalización. 



Asimismo, se pide instruir al Servicio de Impuestos Internos para que suprima la aplicación de las normas sobre cambio de sujeto de derecho del IVA a la actividad silvoagropecuaria.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación electrónica. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (21 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Frei, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Matthei, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.



Se abstuvo el señor Ruiz-Esquide.

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



A la señora Ministra de Salud y al señor Secretario Regional Ministerial de Salud y a los señores Directores del Servicio de Salud Sur y Norte de La Araucanía, solicitándoles información sobre RETRASO EN ENTREGA DE DIVERSAS VACUNAS. A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, requiriendo antecedentes respecto de PROGRAMA DE SUBSIDIOS PARA MANTENCIÓN DE VIVIENDAS. Al señor General Director de Carabineros, pidiéndole AUMENTO DE DOTACIÓN POLICIAL Y DE EQUIPAMIENTO EN SECTOR MININCO, COMUNA DE COLLIPULLI. A los señores Director General de la Policía de Investigaciones y Prefecto de Carabineros de Malleco, relativo a INCREMENTO DE VIGILANCIA POLICIAL EN COMUNA DE ANGOL. Al señor Alcalde de Collipulli, sobre los siguientes problemas en sector Mininco: ESTERILIZACIÓN DE PERROS VAGOS; REEMPLAZO DE AMPOLLETAS DE ALUMBRADO PÚBLICO; TALA DE ÁRBOLES EN INTERSECCIÓN DE CALLES MANUEL RODRÍGUEZ Y LAUTARO, Y EXTRACCIÓN DE BASURA. Al señor Gerente General de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, relativo a LIMPIEZA, CORTE DE MATORRALES, CIERRE DE PREDIOS Y HABILITACIÓN DE VEREDA EN CALLE BENAVENTE DE MININCO (todos de la Novena Región).



Del señor FREI (don Eduardo):



A los señores Ministro de Economía y Subsecretario de Pesca, dándoles a conocer IRREGULARIDADES EN ASIGNACIÓN DE BENEFICIOS PARA TRABAJADORES DE SECTOR PESQUERO INDUSTRIAL DE TALCAHUANO Y CORONEL; y al señor Subsecretario de Obras Públicas, informándole sobre DIVERSOS PROBLEMAS DE OBRAS PÚBLICAS EN COMUNA DE LANCO, DÉCIMA REGIÓN.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro del Interior y a la señora Ministra de Planificación y Cooperación, solicitándoles RENEGOCIACIÓN DE DEUDAS HABITACIONALES DE FAMILIAS ADSCRITAS A PROGRAMA DE EMPLEO DE TRABAJADORES EN COMUNA DE AISÉN. A las señoras Ministra de Educación y Secretaria Regional Ministerial de Educación de Aisén, planteándoles DIVERSAS NECESIDADES DE LICEO MUNICIPAL RAÚL BROUSSAIN DE PUERTO AISÉN. Al señor Ministro de Obras Públicas y a los señores Director Nacional de Vialidad, SEREMI de Obras Públicas y Director Regional de Vialidad de Aisén, demandándoles CONSTRUCCIÓN DE PUENTE EN CAMINO RÍO CLARO-HUEMULES DE SECTOR RÍO CLARO. Al señor Ministro de Obras Públicas, a la señora Ministra de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y a los señores Director Nacional de Aguas, Director Regional de la CONAMA y Director Regional de Aguas de Aisén, recabándoles información sobre CONDICIONES DE RIESGO EN DIVERSOS CURSOS DE AGUAS. A la señora Ministra de Bienes Nacionales y al señor Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales, referente a LISTADO DE PROPIETARIOS DE TERRENOS PARA CONSTRUCCIÓN DE TRAMOS DE VÍAS EN AISÉN (todos de la Undécima Región). 



De la señora MATTHEI:



Al señor Alcalde de Coquimbo, pidiéndole antecedentes relativos a CONTRATOS PARA EJECUCIÓN DE SERVICIOS QUE SEÑALA Y ENAJENACIÓN DE BIENES RAÍCES MUNICIPALES.






)-------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En Incidentes, los Comités Demócrata Cristiano, Mixto (Partido Por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata e Independiente), Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional e Independiente no harán uso de sus tiempos.



En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

IRREGULARIDADES EN SISTEMA DE CÁRCELES

CONCESIONADAS. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, es de público conocimiento la situación por la que atraviesan diversos grupos de cárceles concesionadas, ya sea el Grupo I, correspondiente a las de Rancagua, Santiago y Alto Hospicio, o el Grupo II, que incluye a las de Antofagasta y Concepción.



En ambos casos, la situación es paradójica. En el primero de ellos, la comisión arbitral que establece el Reglamento de Concesiones determinó, por tres votos a favor, que el Ministerio de Obras Públicas debe cancelar a la empresa BESALCO 117 millones de dólares. Lo extraordinario es que el abogado de dicha Cartera que se designó como juez árbitro votó en contra de tal Secretaría de Estado.



El Ministro señor Bitrán ha señalado con energía que esto es un abuso, pero que carece de instrumentos para poner término a las funciones del mencionado profesional, quien, pese a haber sido contratado en teoría para defender los intereses fiscales, terminó votando a favor de las empresas, lo que implica la no despreciable suma de más de 117 millones de dólares.



Cabe señalar que el alza del costo original por la construcción de las cárceles del Grupo I supera el 140 por ciento. Esto revela que hubo una pésima planificación. También demuestra que el diseño de los recintos carcelarios concesionados, conforme al criterio del pago por obras adicionales mayores, hizo de éste el elemento central y no el marginal.



En el actual sistema de concesiones hay un conjunto de errores gravísimos que han llevado a que el Ministerio de Obras Públicas tenga que pagar 140 por ciento más por aumento de obras, incluso, en lugares cuya evaluación estructural aún está pendiente.



Recurrimos a la Contraloría General de la República por cada uno de los grupos de cárceles concesionadas, a fin de determinar claramente el tipo de contratos que posibilitó esta abusiva operación en contra del Ministerio. Se ha tenido en cuenta que BESALCO es la principal empresa contratante, y que en el transcurso de este año se le ha asignado un número importante de trabajos, sea por vía de la licitación o de la asignación directa.



Respecto del Grupo II -que incluye las cárceles de Antofagasta y Concepción-, lo extraño es lo siguiente: el monto adicional estipulado en el contrato de licitación es de 21,5 millones de dólares. Pese a que el proyecto ha fracasado, hasta el momento se han pagado 65 millones de dólares contra el 43 por ciento de avance de la obra. Pero lo que no tiene nombre es que la construcción existente se halla en tal grado de deterioro que cualquier empresa que se haga cargo de continuarla deberá demoler todo lo construido. Es decir, hay una pérdida neta de 65 millones de dólares.



Y lo mismo ha ocurrido en el Grupo III.



Como contraparte de esta difícil situación, más de 52 pequeños y medianos empresarios pusieron sus recursos a disposición de las empresas VINCI y, particularmente, BESALCO. Y como éstas no han cumplido con las obligaciones de pagar las deudas debidamente acreditadas y facturadas, tienen a los acreedores al borde de la quiebra e, incluso, del suicidio. 
Nada explica por qué esas empresas no han pagado a sus proveedores y, en especial, a sus subcontratistas, ya sea en obras de ingeniería, electricidad, construcción, pintura, como ocurre en Puerto Montt.



A mi juicio, estamos frente a un problema de la mayor gravedad, que afecta de manera severa los intereses patrimoniales del Estado.



Nuevamente solicitamos al Presidente del Consejo de Defensa del Estado que examine la naturaleza jurídica de los actos contractuales del Ministerio de Obras Públicas con las empresas contratistas, porque pensamos que se ha lesionado el patrimonio fiscal. Además, consideramos que se deben modificar todas las instancias de arbitraje consignadas en el Reglamento de Concesiones, pues las obras que se construyen no garantizan ni protegen el interés estatal ni social.



Por otra parte, cabe informar que ya se han suicidado nueve reclusos en las nuevas cárceles concesionadas -¡nueve!-, con elementos que están a su disposición en el interior de las celdas.



Los empresarios que construyeron tales celdas -aproximadamente mil 600 por recinto; todas las cárceles cuentan con el mismo número- señalan que los costos han aumentado 140 por ciento. Pero no han agregado un metro cuadrado más en ellas. La cantidad de celdas del contrato original sigue igual.



Pero más grave aún es que los costos de implementación de los dispositivos contra incendios en la nueva cárcel de Rancagua no superan el dólar y medio, cuando el contrato primitivo exigía 29 dólares por cada uno, debiendo tener la seguridad necesaria para evitar que los internos usaran ciertos elementos para atentar contra sus vidas.



Hemos pedido formalmente al señor Bitrán que su Secretaría de Estado inicie las acciones reglamentarias a su alcance para evaluar la actuación de BESALCO y proceda a borrarla del listado de contratistas. Nada explica por qué el Estado tiene que mantener una relación contractual con empresas que han hecho uso abusivo de los contratos, perjudicando seria y lesivamente los intereses del Ministerio.



En el caso de la pista 2 del Aeropuerto Internacional Comodoro Arturo Merino Benítez, hubo un acuerdo entre Obras Públicas y la empresa BESALCO. Pero el trabajo se llevó a cabo de modo pésimo, alterándose no sólo la seguridad del aeropuerto, sino también la vida y el itinerario de cientos de miles de pasajeros.



La citada empresa ha hecho uso abusivo de los contratos y ha tenido un comportamiento técnico de ejecución extremadamente dañino, con serios errores, todos los cuales ha debido pagar el Ministerio y la ciudadanía.



Por eso, esa Secretaría de Estado está obligada a informarnos de manera detallada acerca de la situación contractual con BESALCO en el Grupo I. Los resultados en verdad son  vergonzosos para el Estado, ya que -reitero- el árbitro nombrado por el Ministerio votó en su contra y a favor de las empresas, determinando el pago de la friolera de 117 millones de dólares. 



En el Grupo II, se terminó pagando -¡escuchen bien!- 80 mil UF a SODEXHO, empresa que iba a proveer de alimento a la cárcel. Y aunque el recinto nunca se construyó, hubo que pagar esa cantidad por concepto del lucro cesante.



El tipo de contrato utilizado por el Departamento de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas debe ser evaluado. Y pedimos que se envíe un proyecto de ley para revisar, reestructurar, reformar y redefinir la situación de las concesiones en Chile, porque a este paso se está regalando la plata.



Por otra parte, en el acuerdo a que llegó esa Secretaría de Estado con la empresa francesa VINCI, a cargo de parte de la construcción de cárceles, tiene que incluirse expresamente la obligatoriedad -es un acuerdo, no está en los contratos- del pago a los contratistas y proveedores. Son miles los pequeños proveedores y decenas de contratistas nacionales que invirtieron su capital, su vida, su familia y su patrimonio para financiar las obras que hoy día estas empresas -internacionales como VINCI, nacionales como BESALCO- se niegan a pagarles.



Es preciso señalar que el Estado y el Ministerio no pueden llegar a ningún tipo de acuerdo de pago si no se incorpora la obligatoriedad de saldar la deuda con los proveedores y los pequeños contratistas, que fueron los que efectivamente hicieron la obra.



Las explicaciones preliminares dadas en el sentido de que el Ministerio de Justicia y Gendarmería fueron poniendo más exigencias          -mayor grosor en los muros, más especificaciones técnicas para evitar las fugas- se contravienen de manera radical con los informes técnicos que tengo en mi poder. En muchos casos, las especificaciones técnicas fueron disminuidas: se redujo el grosor de los muros y se mantuvo exactamente el mismo número de metros cuadrados de celdas y de cárceles.



La pregunta es dónde estuvo la falla garrafal en los contratos que han regulado el sistema de cárceles concesionadas.



Adicionalmente, señor Presidente, un informe de FLACSO ha señalado que el costo mensual por cada interno, sea condenado o procesado, va a superar los mil cien dólares; es decir, va a oscilar entre 520 mil y 560 mil pesos. 



Ese informe de FLACSO no ha sido desmentido hasta ahora, por lo que reitero a Gendarmería, al Ministerio de Justicia: necesitamos saber con exactitud cuánto le cuesta a Chile cada uno de los más de 40 mil detenidos, procesados y condenados que se hallan hoy en las cárceles. 



Ello, porque nuestro sistema penal induce de manera permanente a aumentar las penas y el número de detenidos. La tasa de crecimiento de encarcelación es de 6,7 por ciento anual. Es decir, en el curso de cinco años todas las cárceles concesionadas, aun cuando estén terminadas, se encontrarán llenas, y, por lo tanto, hacinadas.



Y en esta condición de precariedad no sólo se hallan las cárceles concesionadas sino, lo que es más grave, también Gendarmería. Hoy día, en la cárcel de Rancagua -y en general en los recintos concesionados- los gendarmes están durmiendo en gimnasios. No hay casinos funcionando. Y yo quiero que se señale en un informe, de manera detallada, cuál es el costo que estamos pagando por la alimentación de los reos y de Gendarmería. Porque existen muchas dudas de que este contrato se esté cumpliendo a cabalidad. La condición de Gendarmería es precaria. Lo reitero: el sistema penitenciario chileno está sentado sobre un barril de pólvora. Los gendarmes deben cumplir turnos de hasta 16 días sin visitar a la familia. En la cárcel El Manzano hay 7 gendarmes para cuidar a 2 mil reos durante la noche. Y resulta muy difícil acceder a permisos de salud. Como no existe un reglamento disciplinario formal, cuando hay un cuestionamiento a la disciplina se les da de baja sin siquiera saber de qué han sido acusados. Y, lo más importante, no existe un proceso de reactivación de la planta necesaria para poder brindar un servicio adecuado.



De rehabilitación y reinserción en las cárceles antiguas y en las concesionadas, ni hablar, aun cuando el costo incorporado al pago mensual por reo incluye ambos aspectos. Hoy, a poco tiempo de haber entrado en funcionamiento, no se hace efectiva la rehabilitación.



Señor Presidente, quiero reiterar mi petición al señor Ministro de Justicia y al señor Director Nacional de Gendarmería: que nos expliquen cómo se está llevando a cabo la reinserción, la rehabilitación; cuántos recursos está poniendo el Estado, sea en el sistema antiguo de cárceles, sea en la evaluación administrativa y fiscalización del cumplimiento contractual de las cárceles concesionadas.



Hoy día estas amenazan transformarse en un nuevo escándalo de proporciones. Esto no es culpa del Ministro señor Bitrán ni del actual Ministerio de Obras Públicas. La responsabilidad de aquel es buscar una salida que le origine el menor costo económico a su Cartera, como lo ha hecho con VINCI, que de una demanda de casi 100 millones de dólares ha pactado en 34,1. Yo quiero saber con exactitud cuáles fueron los términos en que se materializó ese acuerdo. Eso debe ser información pública, ya que forma parte del proceso de debate presupuestario relativo a Gendarmería y al propio Ministerio para el 2008, y los Senadores tenemos que tenerla a la vista a la hora de estudiar el Presupuesto.



Quiero reiterar que este sistema de concesiones, tal como está ideado, no da para más, y que se requiere con urgencia que el proyecto de ley que el Ministerio está diseñando ingrese al Parlamento para su análisis y discusión. E insisto en lo más importante: no puedo entender ni concebir que la principal empresa constructora de Chile, BESALCO, cuyas acciones, en el primer cuatrimestre del año 2007, han aumentado 77 por ciento en la Bolsa, esté haciendo uso y abuso de su relación contractual con el Ministerio y que este, como respuesta, le siga asignando contratos de 6 mil, 7 mil, 8 mil millones de pesos, sea por asignación directa, sea por licitación.



Sin duda, la evaluación de calificación del Ministerio de Obras Públicas debe revisarse. Porque no se trata de que la empresa pueda construir obras adecuadas. Tiene que ser evaluada por el conjunto de las obras realizadas, no por una o dos en las cuales haya actuado en forma correcta. El Ministerio no puede seguir asignando contratos a empresas con las cuales está litigando en los tribunales, y litigando, además, en condiciones de absoluta desventaja por un contrato de concesiones leonino, que lo deja de manos atadas, que lo obliga a pagar, como el caso de SODEXHO, indemnizaciones por lucro cesante, sin que se haya consumido un plato de comida en una cárcel que nunca se construyó, como El Manzano II, en Concepción.



Por eso, espero que el Ministro de Obras Públicas informe a la Cámara Alta y a este Senador con el mayor detalle posible. Porque, el cúmulo de irregularidades que hemos hecho llegar de manera detallada a la Contraloría, en tres presentaciones -Grupos I, II y III-, requieren la preocupación ministerial. 



Y la presentación que -reitero- hemos hecho al Consejo de Defensa del Estado reclama la preocupación de ese organismo. No concibo que este juicio arbitral determine que será la Corte Suprema la que deba decidir si se paga o no se paga lo acordado por tres “jueces”, entre comillas, que son abogados árbitros -ese es el peculiar sentido del Reglamento de Concesiones-, es decir, uno nombrado por el Ministerio de Obras Públicas, otro, por la empresa BESALCO, y un tercero, de común de acuerdo. Pero estamos hablando de una situación patrimonial extrema, que supera el contrato original. Y no parece adecuado que, en definitiva, tal como todo indica, por establecerse claramente en el contrato y por estar en el Reglamento de Concesiones, la Corte Suprema no vaya sino a ratificar lo acordado por los tres jueces árbitros. 



¿Qué ha pasado con el señor Valdés, nombrado por el Ministerio de Obras Públicas para defender sus intereses? Sigue allí. No hay posibilidad alguna ni siquiera de sacarlo. O sea, esto es lo más paradójico que he visto en materia de defensa del interés público. No puede ser removido y sigue representando el interés del Ministerio.



Señor Presidente, yo demando del señor Ministro, como me consta lo está haciendo, la mayor claridad antes de que esta situación se torne explosiva. Los acreedores -es decir, los subcontratistas- que se sienten estafados por este conjunto de empresas nacionales e internacionales, han hecho un largo recorrido y sólo han obtenido portazos. Porque se les dice: “Ustedes son parte de un contrato entre privados”.



La empresa seleccionada para construir la cárcel El Manzano, perteneciente al Grupo II, tiene un patrimonio de 10 millones de pesos, y la que hace los contratos para el  proyecto correspondiente al  Grupo I  -que implica más de 150 millones de dólares-, cuenta con un capital de 50 millones de pesos. O sea, son empresas que se conforman para administrar los contratos y que no poseen patrimonio alguno. Entonces, cuando los contratistas, para reclamar el pago de sus obras, quieren iniciar las demandas no tienen con quién pelear, porque esas empresas carecen de patrimonio; fueron conformadas ad hoc para poder realizar las obras.



Suma y sigue. Es largo el detalle de la situación. Lo único que señalo es que sobre este tema, que efectivamente corresponde a la administración pasada del Ministerio de Obras Públicas, al Gobierno del Presidente Lagos, tiene que haber la mayor claridad y transparencia posibles. Esas acciones que hoy día está enfrentando el Gobierno de la Presidenta Bachelet deben ser aclaradas y defendidas de manera cabal y frontal, en resguardo del patrimonio del Estado y, también, por la debida justicia con pequeños y medianos empresarios que, creyendo en estos contratos, invirtieron sus ahorros y recursos.



Y la guinda final del proceso: el crédito con el cual se realizan todas estas inversiones, de 2 millones 400 mil UF, es un crédito sindicado, es decir, concurren a él un importante grupo de bancos, cuyo principal prestamista es el BancoEstado.



Pedí formalmente al Ministro señor Bitrán que me señale, como lo han informado muchos de los contratistas afectados, si ese crédito, además de corresponder en más de 40 por ciento al Fisco de Chile a través del BancoEstado, tenía o no el aval del Estado. Ello  porque -según se me dio a conocer- no se trata de que dicho préstamo esté avalado por el Fisco, sino de que su pago se halla garantizado, producto de que el contrato pertenece al Estado. ¡O sea, pedimos plata al Fisco, administramos un contrato con este, construimos la mitad de lo que nos demanda, le cobramos cien millones de dólares y el contrato sigue vigente! 
Eso no me parece adecuado.



BESALCO debe rendir cuentas al país y el Ministerio de Obras Públicas tiene la obligación de hacer efectiva transparencia respecto de esta gravísima situación. Y confío en que, tal como se lo planteé al Ministro señor Bitrán, ello ocurra.



Él está decidido a llegar hasta el fondo del asunto, cueste lo que cueste -como ha dicho-, enfrentando a todos los que corresponda.



Yo solamente espero que al titular de dicha Cartera, tal como lo conozco, no le tiemble la mano a la hora de tomar decisiones, porque contará, al menos, con el respaldo del Senador que habla.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Pérez Varela.

MENOSCABO A ESTADO DE CHILE POR CONTRATOS CON EMPRESAS CONCESIONARIAS. CONCORDANCIA CON INTERVENCIÓN DE SENADOR SEÑOR NAVARRO
El señor PÉREZ VARELA.-  Señor Presidente, deseo realizar un comentario acerca de la  situación planteada hace un momento por el Senador señor  Navarro, que estudiamos en detalle hoy día en la Comisión de Obras Públicas con presencia del señor Ministro del ramo.



Me refiero a las dificultades que actualmente enfrenta dicha Cartera para abordar los problemas y las controversias suscitados con las concesionarias, porque la institucionalidad que se creó, a partir del Ministerio de Obras Públicas, tiene hoy día al Fisco de rehén, secuestrado en esta materia.



Sólo daré un ejemplo, señor Presidente: Tribasa.



Fue escandaloso el paso de dicha empresa por nuestro país, en el que logró -nadie sabe por qué- tres contratos de concesiones por alrededor de 600 millones de dólares. No obstante, Tribasa le ha ganado  todos los juicios y las controversias al Ministerio de Obras Públicas, producto de que se estableció una institucionalidad que deja al Estado de Chile en situación de rehén.



Hoy día le expresamos al señor Ministro de Obras Públicas nuestra completa voluntad para contribuir a mejorar esta circunstancia y superar tal asimetría.



Sin embargo, no cabe duda de que las responsabilidades políticas están claras. Todos sabemos dónde se creó este mecanismo, dónde se estableció este procedimiento, que le ha costado miles y miles de millones de dólares al Fisco chileno.

DEMANDAS DE EX TRABAJADORES DE ENACAR LOTA POR FRACASO DE PLAN DE RECONVERSIÓN LABORAL. OFICIO


Por otra parte, señor Presidente, solicito que se oficie en mi nombre al Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade, respecto de la siguiente materia:



Como es sabido, en 1997 se tomó la decisión de cerrar las minas de carbón de la Región del Biobío, particularmente las de Lota (provincia de Arauco) y, por lo tanto, terminar la actividad productiva de la extracción de dicho mineral.



Por ello, se ofreció un plan de reconversión laboral que ha resultado un fracaso y también un sistema para proteger previsionalmente al conjunto de trabajadores de la ENACAR. Ello se cumplió parcialmente y, por lo tanto, entre 800 y mil 200 ex funcionarios de dicha empresa hoy día carecen de un sistema previsional o de protección social.



Más aún, como no se ha desarrollado una actividad productiva estable y permanente en la zona, la mayoría de ellos han tenido que abandonar Lota o trabajar en los Programas Especiales de Empleo.



Por eso, estas personas conformaron una mesa de trabajo con  la autoridad, en la cual llevan más de un año, pero no han obtenido ninguna respuesta sobre el particular. De hecho, los trabajadores iniciaron hoy día una marcha que hace pocos momentos estaba llegando a la Intendencia regional, con el objetivo incluso de dirigirse hasta la capital para lograr respuesta a sus demandas.



No me parece adecuado obligar a esas movilizaciones a dichos trabajadores, que han sufrido diversos perjuicios durante tanto tiempo, a lo menos, diez años.



Por eso insto al Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade, a que a través del Senado responda los requerimientos que los afectados han planteado a través de la mesa de trabajo.



Es más, el 10 de abril del año en curso, el Secretario de Estado remitió a la Subsecretaria de Previsión Social, señora Lissette García Bustamante, el conjunto de las propuestas que le entregaron los trabajadores de la zona de Lota para definir con claridad de qué tipo de trabajadores estamos hablando, cuál es el costo del sistema, es decir, todos los detalles del esquema que se ha estructurado.



Tengo en mi poder el oficio que señalé –que entregaré a la Mesa del Senado- para requerir tanto de la Subsecretaria de Previsión Social como del Ministro Andrade una respuesta a los trabajadores que representaban sindicatos de ENACAR, quienes no recibieron ninguna protección social, como se reconoce en el oficio de dicho Secretario de Estado.



A mi juicio, atendido el hecho de que todos los planes de reconversión fracasaron y de que Lota es la comuna que ostenta la cifra de cesantía más alta del país, la justicia de tales requerimientos exige una respuesta oportuna de parte del Gobierno para avanzar en la solución social de los trabajadores que -reitero- hoy día viven solo con los ingresos provenientes de los programas especiales de empleo.



Por lo tanto, solicito que se oficie al Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Osvaldo Andrade, para que dé respuesta a los ex trabajadores de ENACAR Lota sobre los temas que le han planteado.



Reitero que dejaré en manos de la Mesa del Senado el oficio que él remitió a la señora Subsecretaria de Previsión Social.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

ANTECEDENTES SOBRE FONDO DE ASISTENCIA DE RECONVERSIÓN PRODUCTIVA DE LA ZONA DEL CARBÓN. OFICIO


En el mismo orden de ideas y teniendo presentes las dificultades por las que atraviesa la localidad de Lota y el conjunto de las comunas de la provincia de Arauco, solicito que se oficie al Consejo Directivo de la CORFO para que informe al Senado sobre el desarrollo del denominado “Fondo de Asistencia a la Reconversión del Carbón" (FARCAR), el cual nace a través del Acuerdo Nº 1722, de 1994.



¿Cuántos recursos obtuvo dicho Fondo? ¿A quiénes se les destinaron tales dineros? ¿Qué consultoras recomendaron la entrega de esos fondos?



Cabe recordar que el objetivo de dicho Fondo era generar empleo permanente en la zona, el que, por cierto, jamás se produjo.



Asimismo, deseo que CORFO entregue antecedentes al Senado  sobre el Fondo de Asistencia a la Promoción de Inversiones en Zonas Productivas de Reconversión, aprobado por el Consejo Directivo de  CORFO (Acuerdo Nº 1745, de 16 de noviembre de 1994), y que experimentó diversas modificaciones.



Cuando el Gobierno ofrece hoy día el Plan Arauco, el Plan Lota y enfrentamos numerosas dificultades sociales por los altos niveles de desempleo, me parece sumamente relevante tener presentes los recursos que se han destinado e invertido en esa zona, para hacer un análisis del porqué no tuvieron éxito ni alcanzaron los efectos esperados. Asimismo, es preciso saber quiénes los recibieron, porque el discurso de la CORFO y de las autoridades apunta a que los dineros se invirtieron en empresas privadas y desde ahí se perdieron.



Alguien debió haber recomendado que esos fondos se invirtieran en determinada empresa. Debe de haber consultoras involucradas.



Y, a mi juicio, como el proyecto de Ley de Presupuestos que discutiremos en noviembre del presente año volverá a requerir, a través de la CORFO, fondos para el desarrollo de dicha zona, considero fundamental que el Senado cuente con toda la información necesaria para no cometer los mismos errores que significaron que, a nombre de la gente de Lota y de los habitantes de la provincia de Arauco, se pidieran ingentes recursos, pero que no llegaron a aquellas personas que hoy día están marchando desde Lota a Concepción, y luego hacia Santiago, pues, producto del cierre de las  minas del carbón, quedaron absolutamente desprotegidas socialmente.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).-  No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:54.




Manuel Ocaña Vergara,





  Jefe de la Redacción 
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